Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 09 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Carpeta N* 1337/2013. Estatuto del Artista y Oficios Conexos. Se compatibiliza el cobro de 
jubilación siempre que se haya dado cumplimiento con el artículo 3% de la Ley N* 18.384, de 17 de 
octubre de 2008 y que la misma sea amparada a otra actividad. Distribuido N* 2430/2013. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


Carpeta N* 1340/2013. Barizo Valiente, José. Pensión graciable. Distribuido N* 2432/2013. 
Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


Carpeta N* 1338/2013. Acuña, Julio Heber. Pensión graciable. Distribuido N* 2431/2013. 
Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


Informe de la División Estudios Legislativos sobre los proyectos de ley a estudio de las 
Comisiones de la Cámara de Senadores que estarían afectados por lo dispuesto en el artículo 229 de 
la Constitución de la República.” 


En primer lugar, queremos informar a la Comisión que en los asuntos entrados figura la 
Carpeta N* 1337, relativa al Estatuto del Artista y Oficios Conexos. Este proyecto de ley tiene un único 
artículo y busca compatibilizar el cobro de jubilación de las actividades artísticas. Me parece que, tal 
como dice el informe, esto es de estricta justicia y está dentro de las iniciativas sobre seguridad social 
que se están votando en los términos previstos por la Constitución. 


Queremos poner a votación este proyecto de ley que, sin duda, resuelve la inequidad que 
sufren estos jubilados que están impedidos para continuar su actividad artística y, obviamente, como 
allí se dice, no le alcanzan sus ingresos para resolver su situación económica. 


Por tanto, ponemos a consideración este proyecto de ley. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR LORIER.- Propongo como miembro informante al señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción del señor Senador. 
(Se vota:) 
-5 en 6. Afirmativa. 


SEÑOR RUBIO.- Quisiera hacer una consulta acerca de los plazos para considerar un proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes sobre jubilaciones parciales compatibles con actividades 


de la misma afiliación. ¿Hay algún informe al respecto? Es un tema muy importante y pienso que 
rápidamente se puede llegar a un acuerdo. No debemos olvidarnos de los plazos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un proyecto de ley que en este momento está siendo distribuido. Tenemos 
previsto realizar -haré luego la consulta a los señores Senadores- una sesión especial de la Comisión 
el próximo miércoles en la mañana para tratar este tema, como también algún otro proyecto. Creo que 
el proyecto sobre licencia por maternidad recién se va a votar el martes en la Cámara de 
Representantes. 


Les informo a los señores Senadores que los días martes y jueves de la próxima semana 
habrá sesiones del Senado. 


Entonces, estos proyectos de ley van a quedar pendientes para ser discutidos el próximo 
miércoles en horas de la mañana. 


Pasamos a considerar la Carpeta N* 1315/2013, modificación del Régimen de Ahorro 
Individual Jubilatorio. Para el tratamiento de este punto hemos citado a diversas delegaciones. 


(Ingresa a Sala una delegación del PIT-CNT.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del 
Senado damos la bienvenida a la delegación del PIT-CNT, en particular del equipo de representación 
de los trabajadores del Banco de Previsión Social, integrada por los señores Ariel Ferrari, Ricardo 
Cajigas, Ramón Ruiz, Gabriel Salsamendi y Marcelo Abdala que han sido invitados a los efectos de 
exponer su opinión sobre el proyecto de ley por el que se introducen modificaciones al régimen de 
ahorro individual jubilatorio. 


Hemos recibido ya a representantes de los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de 
Economía y Finanzas y en el día de hoy vamos a escuchar a los trabajadores y a las administradoras 
de fondos de pensión. 


De manera que con mucho gusto les ofrecemos la palabra. 


SEÑOR FERRARI.- En primer lugar, queremos saludar a todos y a todas e informarles que vamos a 
trasladar lo que por unanimidad resolvió la Mesa Representativa del PIT-CNT hace un tiempo más que 
prudencial. A pesar de que quedan pocos días para discutir este tema, queremos dejar constancia, de 
la manera más concreta posible, de nuestra posición al respecto, que es de apoyo crítico a la iniciativa 
del Poder Ejecutivo. No es el proyecto de ley que hubiéramos querido los trabajadores; nuestra 
aspiración era que tuviera una mayor amplitud en relación al universo que va a estar comprendido y a 
las condiciones que se le imponen. Conocemos la fundamentación del proyecto de ley y la posición de 
otros actores del diálogo, que era más restrictiva todavía, cuando se dice que el momento para hacer la 
opción es a la edad de retiro o a los cincuenta años; por lo menos la persona tiene un período de la 
vida de trabajo reconocido, puede hacer proyecciones de lo que puede pasar en el futuro y está en 
mejores condiciones para optar. Nosotros nos preguntamos qué puede pensar, sobre su futuro de 
capitalización, un peón rural o alguien que afiliaron siendo estudiante de la UTU o de sexto de 
secundaria. Por lo tanto, creo que lo más justo sería que la gente optara por afiliarse voluntariamente o 
que pudiera desafiliarse, sin poner límite de edad. Dentro del universo quedan excluidos los mayores 
de cuarenta años que optaron voluntariamente por afiliarse al 31 de diciembre de 1996. Esos tienen la 
posibilidad de revertir esa opción y desafiliarse con una consecuencia: que si superaron el tercer nivel - 
y estos pueden ser pocos trabajadores- al igual que ha sucedido anteriormente, tienen que devolver el 
montepío que no se volcaba a la seguridad social por encima de los $ 15.000 a valores de 1996. En 
este proyecto de ley se transforma a Unidades Reajustables y se le pone un interés del 2%, pero creo 
que lo relacionaron con la Ley N* 17.963, que es la que en el 2006 permitió que distintas empresas 
pudieran refinanciar adeudos a la seguridad social y que tuvo tan buen resultado. En realidad, ahora 
se está discutiendo esta ley, ya que ingresó a la Cámara de Representantes un proyecto que, junto con 
otras condiciones, permite ampliar esa posibilidad a deudas posteriores a 2006. Digo que la 
relacionaron con esa ley porque si hablamos de seguridad social, el 1% de junio del año pasado, por 


una circular del Banco Central, la tasa de interés técnico en Unidades Reajustables, que era del 3%, 
fue bajada al 1,5% debido a que era insostenible para la única aseguradora que paga jubilaciones, que 
es el Estado, porque a las otras no les sirvió el negocio y se retiraron. Nos dijeron, no que se bajaron 
las jubilaciones, sino que le cambiaron las expectativas al que se iba a jubilar después del 1* de junio, 
pero el resultado es que pierden un 15% o 20% de las jubilaciones del sistema de ahorro individual. Y 
hoy nadie nos asegura que haya inversiones en Unidades Reajustables mientras siga creciendo el 
salario como hasta ahora, además del 1,5%. Algunos dicen que la tasa de interés técnico debería ser 
del 0%, lo que nos muestra que hay un problema de diseño del modelo. La ley habla de una tasa de 
interés técnico que se fijará; no dice de cuánto, pero no puede ser cero. Podrá ser 0,01%, pero no 0%. 
Lo que nos preocupa es que no se puede asegurar una rentabilidad en Unidades Reajustables más un 
1,5% para pagar jubilaciones, pero ponen un interés técnico para cobrar los aportes de un sector de 
trabajadores que puede volver al Banco de Previsión Social. Por tanto, me parece que esa es una de 
las modificaciones a contemplar en este proyecto de ley. En los tres decretos anteriores que permitían 
la desafiliación, para los que superaban el tercer nivel, no había conversión a Unidad Reajustable ni 
existía interés de financiamiento, pero hoy no se consiguen inversiones con esas características. 


Por otro lado, cuando hubo pagos en demasía, el Banco de Previsión Social jamás hizo 
actualizaciones, recuperó a valores corrientes; pero ahora, cuando la ley permite deshacer la opción, 
se cobran intereses de financiación que creo que no corresponden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A qué artículo se refiere cuando habla del 2%? Estoy leyendo el artículo 13 
que habla del reintegro de los aportes personales no realizados correspondientes a las asignaciones 
computables del tercer nivel y allí se dice: “Los adeudos se convertirán a Unidades Reajustables de 
acuerdo a la cotización de cada mes en que debió efectuarse el aporte del mes de cargo 
correspondiente.”, pero el señor Ferrari agregaba una tasa del 2%, que no encuentro. 


SEÑOR FERRAR!.- Figura en el proyecto que nos dieron. 
SEÑOR PRESIDENTE..- En este proyecto de ley no está incluido. 


SEÑOR FERRARI.- Entonces, mejor que lo hayan sacado pero, como dije, figura en el proyecto de ley 
que nos dieron. En julio el Poder Ejecutivo nos dio un proyecto de ley -ahora otros compañeros se van 
a referir a eso- y hace un mes nos entregó otro que tampoco es el que está a consideración. El 
proyecto de ley que nosotros tenemos está bajado de la página del Ministerio. Mejor, si es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No podrá decir que no se dio una rápida respuesta. 


SEÑOR FERRARI.- Se lo planteamos a los Ministros de Economía y Finanzas y de Trabajo y 
Seguridad Social y no tuvimos respuesta, pero no la preciso cuando se concreta. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Otro punto sobre el que nos queríamos referir tiene que ver con el 
procedimiento de la revocación. El proyecto de ley dice que la persona podrá presentarse a pedir 
asesoramiento teniendo entre 40 y 50 años, pero en el párrafo final del artículo 9” se establece que la 
no comparecencia del interesado a recibir dicho asesoramiento implicará la caducidad del derecho 
afectado a la referida revocación. Entendemos que el requisito de 60 días es demasiado estricto y 
que la no comparecencia del afiliado a efectuar la revocación, no tendría que implicar la caducidad del 
derecho porque, en definitiva, optó por eso. El proyecto de ley dice que la persona preceptivamente 
deberá asesorarse para decidir, y no revocar la opción es una forma de decidir. Sin embargo, decirle 
que vaya, se asesore y que, revoque o no, pierde el derecho, va a implicar que todas las personas 
esperen hasta último momento porque saben que ir significa que, o se va del todo o pierde el derecho. 
Por lo tanto, entendemos que debería mantenerse el requisito entre 40 y 50 años, eliminando la última 
parte de ese artículo 9% y que el hecho de que la persona vaya a recibir el asesoramiento o, 
directamente, no vaya, no debe implicar la pérdida del derecho, sino que se debe mantener hasta 
cumplir el requisito de los 50 años. 


SEÑOR RUIZ.- Sobre el tema tuvimos una reunión con representantes de los Ministerios de Trabajo y 
Seguridad Social y de Economía y Finanzas y el Poder Ejecutivo estaría de acuerdo, pero como ya 


estaba firmado por los Ministros y el proyecto de ley se iba a enviar al Parlamento, se nos dijo que si la 
modificación se planteaba en la instancia parlamentaria, no tendrían inconvenientes en retirar esa 
restricción de los 60 días. 


SEÑOR SALSAMENDI.- El segundo punto referiría al artículo 10 que habla de la opción, ya no de la 
revocación. Este artículo es la transcripción textual del artículo 28 del Decreto N* 399/95, pero ese 
decreto nunca se cumplió, ni siquiera se elaboró la información necesaria para brindarle a los afiliados. 
En la discusión se planteó el asunto y los negociadores del Gobierno manifestaron que ahora estaba 
en una ley. Más allá de eso, entendemos que si en tanto tiempo no se cumplió es porque, 
prácticamente, es muy difícil de cumplir y, entonces, nuestra propuesta es que si para revocar la 
opción me asesora el BPS, lo lógico es que para efectuar la opción también me asesore, 
exactamente, en las mismas condiciones. 


Finalmente pasaría al artículo 15 que refiere a los afiliados con servicios bonificados. Espero 
contar con la última versión, porque este también ha sufrido varios cambios; el que tengo en mi poder 
dice que a los efectos del cálculo de la expectativa de vida que refieren los artículos 6% y 55 de la Ley 

N? 16.713, en el caso de afiliados con derechos, para computar servicios bonificados se considerará 
la edad real más la correspondiente bonificación. 


Al inicio del diálogo la delegación del PIT-CNT planteó que, en realidad, esta interpretación 
es la que corresponde de acuerdo con la legislación vigente. Sin embargo, no es la que aplica el Banco 
Central; el criterio de este, cuando la persona se va a jubilar con servicio bonificado por el sistema de 
ahorro individual, es aplicarle la edad real y no la ficta. Quiere decir que por efecto de la bonificación, 
una persona podría llegar a jubilarse, por ejemplo, con 54 años. Entonces, cuando el Banco Central 
hace el seguro de renta previsional, como la persona tiene 54 años de edad y su expectativa de vida es 
70 años, le calcula 24. En realidad, nuestra opinión es que si se respetara la bonificación, se debería 
tomar la edad ficta, o sea, 60 años, 61, 62, o los que la persona tenga. Nadie podría jubilarse con 54 
años si no existiera esa ficción; por lo tanto, esa ficción debería respetarse. 


En definitiva, la ley recoge ese criterio y, en consecuencia, sería bastante lógico aceptarlo. 


A su vez, el servicio bonificado tiene otro inconveniente, y es que la Ley N* 16.713 estableció 
el aporte patronal con destino a la bonificación, o sea, con destino personal. ¿Qué sucede? Muchas de 
las actividades bonificadas están exoneradas, por ejemplo, la educación privada, entre otras varias. 
Esos trabajadores no reciben el dinero en su cuenta; en el caso de las instituciones del artículo 69 de la 
Constitución, la propia ley dice que están exoneradas incluso de esa sobrecuota -digámosle así- pero 
en otros casos el Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha interpretado que también están 
exonerados; como es un aporte que paga el empleador, se exonera. Por lo tanto, muchos trabajadores 
no reciben el dinero en la cuenta y, por ende, se jubilan, aunque fuere con la edad ficta, con mucho 
menos dinero en su cuenta de ahorro del que les correspondería, lo que les implica una baja 
importante. La primera solución que se propuso fue que esos trabajadores pudieran volver al sistema 
de reparto, luego se optó por esta; pero sucede que aquella propuesta solucionaba la situación de los 
exonerados pero no la de los no exonerados, y esta soluciona la de los no exonerados pero no la de 
los exonerados. 


Entonces, entendimos que la única manera de equiparar es que todos pudieran optar por 
volver al sistema de reparto, que era en las mismas condiciones: entre 40 y 50 años. En definitiva, esto 
implicaba una opción, y volver al sistema de transición, que era la idea planteada originalmente. 


SEÑOR FERREIRA.- Tal como decía el señor Salsamendi, el primer proyecto incluía las actividades 
que están bonificadas, por lo cual no tienen ese plus para compensar los años que no aportaron, 
porque son fictos. 


La preocupación que planteamos a nivel general para todas las actividades bonificadas es 
que tanto en este período como en el anterior, con las facultades que tiene el Poder Ejecutivo, por vía 
de decreto se amplió a otros sectores de actividad. Lo compartimos, pero en las obligaciones que 
generan a las empresas -como corresponde- los decretos no se retrotraen sino que son hacia adelante, 


pero el riesgo existía. Se reconoce a partir del decreto, pero para el derecho jubilatorio se aplica la 
bonificación antes del decreto. Por lo tanto, a un trabajador de la pesca que consiguió la bonificación 
en el año 2008, no se le va a bonificar solo a partir del 2008; si trabajó desde 1995 hasta el 2008, ese 
período también está bonificado, pero como no había decreto, no había plus. Entonces, también tiene 
un hueco cuya duración depende del momento; en el caso de los hospitales psiquiátricos públicos - 
como la Colonia Santín Carlos Rossi o el Hospital Vilardebó- que tienen bonificación desde el 2006, se 
les va a reconocer la bonificación diez años para atrás -hasta 1996- pero no van a tener el 
complemento en su cuenta individual. 


SEÑOR RUIZ.- La tercera observación que figura en la resolución que se le ha entregado a cada señor 
Senador, tiene que ver con que este proyecto de ley contempla la posibilidad de que se desafilien 
aquellos trabajadores que nunca superaron el primer nivel -es decir, que no estaban obligados y se 
afiliaron voluntariamente- pero no contempla a los trabajadores que estaban obligados y que han sido 
notoriamente perjudicados por el sistema. 


A modo de ejemplo, tenemos trabajadores que están cerca de la edad de retiro y, por haber 
tenido poco tiempo de capitalización -porque en algún momento se pasaron y aportaron pocos años a 
su cuenta individual- se vieron realmente perjudicados y no tienen la posibilidad de salir, dado lo que 
establece el proyecto de ley que se ha presentado. Una de las resoluciones que se votó por 
unanimidad en la central única del PIT-CNT, fue impulsar que se contemple a esos trabajadores. Por 
ejemplo, hay trabajadores que durante toda su vida laboral nunca superaron el primer nivel y, faltando 
muy pocos años para pasar a retiro -puede ser un año antes de jubilarse- superaron los $ 
31.618 que, a valores de 1996, equivalen a $ 5.000. Por tal motivo, esos trabajadores tienen solamente 
un año de capitalización y, por supuesto, se verán perjudicados en su jubilación porque le cambiaron 
las condiciones, faltando un año para jubilarse. 


En varias reuniones que hemos mantenido en diferentes ámbitos, en algún momento se 
planteó la necesidad de habilitar que aquellos trabajadores obligados que fueron notoriamente 
perjudicados por este sistema, pudieran tener la posibilidad de salirse. Incluso, el propio Poder 
Ejecutivo lo expresó públicamente en algunas declaraciones de prensa, pero finalmente no se 
contempló en el proyecto de ley. 


Para finalizar, tal como dijo el señor Ferrari, esta no es la propuesta del PIT-CNT, así como 
tampoco es la propuesta que querían los trabajadores. Nosotros buscamos el diálogo proponiendo 
otras ideas y otros objetivos. 


También queríamos expresar que tenemos muchísimas más observaciones para hacerle al 
proyecto de ley, pero teniendo en cuenta los límites que tenemos en cuanto a los plazos para poder 
considerarlo y discutirlo, tratamos de priorizar en tres o cuatro ideas las modificaciones que 
entendemos que son mínimas y necesarias y que se debería tratar de incluir en el proyecto de ley. No 
hemos traído toda la lista con las modificaciones que entendemos pertinente que se le hagan al 
proyecto de ley, como forma de priorizar cuáles son las cosas que más les preocupan a los 
trabajadores. 


Asu vez, debo expresar que, en este diálogo nacional sobre seguridad social, si bien este no 
es nuestro proyecto de ley, consideramos que es un avance hacia una reforma más profunda de la 
seguridad social. Nos parece que esta iniciativa reconoce dos cosas: por un lado, que hay personas 
perjudicadas y, por lo tanto, hay que permitir que esa gente pueda salir y, por otro, que es un sistema 
de riesgo y, por ende, en los últimos artículos del proyecto de ley -si no me equivoco, en el último 
Capítulo- se crea lo que se ha denominado Subfondos, para proteger el fondo de esos trabajadores, de 
los vaivenes del mercado financiero. Con esta medida se está reconociendo que este sistema no 
ofrece ninguna garantía, no garantiza una prestación mínima y que el Estado tiene que intervenir para 
proteger el fondo de esos trabajadores. 


Un dato significativo que habla de un aspecto que tiene que ver con el riesgo al que se ha 
hecho referencia, es que en el mes de mayo el fondo en dólares bajó un 8% y eso significó una pérdida 
del fondo de los trabajadores -no de la ganancia de las AFAP- de US$ 525:000.000 en un mes. La 
otra cara de la moneda es que el año pasado, solamente por concepto de comisión que cobran las 


AFAP, se recaudó US$ 77:000.000 y deducidos los egresos que estas tienen, el sistema ganó US$ 
44:000.000, lo que significa US$ 211.000 por día. Nos parece escandaloso el lucro que se produce con 
este derecho humano, con fondos que debían haber quedado en la seguridad social y que salieron del 
bolsillo de los trabajadores. 


Por eso hacemos estas críticas que, si bien son mucho más profundas, no vamos a tener 
tiempo de discutir en esta instancia. De todas maneras, esto es lo que los trabajadores hemos 
planteado -junto a otros argumentos- al momento de cuestionar el actual modelo de seguridad social. 


SEÑOR CAJIGAS.- No voy a abundar en el tema porque, además, los compañeros saben mucho más 
que yo. Para citar un ejemplo simple, me voy a referir a los trabajadores que entraron obligados porque 
en algún momento se pasaron del sueldo mínimo. En la actualidad, en AFE, hay 951 trabajadores 
de los cuales, 513, superan los cincuenta años. De este número, aproximadamente, 300 -no tengo la 
cifra exacta- entraron a las AFAP obligados en los últimos cuatro o cinco años. ¿Por qué? Porque en 
este proceso de ese lapso, una gran cantidad de compañeros se jubilaron y no se tomó personal para 
cubrir esas vacantes. Entonces, para llenar esos puestos de trabajo, se daban dos situaciones. Por un 
lado, se hacían muchas horas extras para que los compañeros que se quedaban cubrieran el trabajo 
de los que se fueron y, por otro, en AFE, hacer el trabajo de otro compañero implica viajar. Por lo tanto, 
el hecho de tener que viajar y tener que mandar al compañero de repente diez días, un mes o dos 
meses a otro lugar, lo lleva a cobrar viático, como corresponde y es de justicia. Ahora bien, la suma del 
viático más las horas extras hizo que muchos de estos compañeros se pasaron del sueldo mínimo; por 
lo tanto, entraron obligados a aportar a las AFAP, quizá, por haberse pasado durante dos o tres años. 
Eso es lo que sucede, por ejemplo, en AFE, pero casos como este hay muchísimos. 


Puse este ejemplo porque es el que más conozco. Incluso, ahora se van a empezar a jubilar 
y todos se encuentran con la situación de que están aportando a las AFAP obligados porque, de 
repente, durante un año o un año y medio estuvieron aportando más, cuando durante toda la vida 
aportaron menos. 


SEÑOR FERRARI.- Al entrar en el sistema mixto, el tope es más bajo. El máximo que va a poder 
cobrar, a valores de hoy, por el sistema de reparto son algo más de $ 27.000, porque aporta hasta $ 
31.000. 


Este sistema es tan perverso que alguien que nunca se afilió -supongamos una 
persona que dentro de dos años llegue a los 59 años- porque era menor de cuarenta años -pero los 
cumplía en 1996- un día pasó ese primer nivel y lo afiliaron. Esta persona no tiene tiempo de capitalizar 
aunque el sistema fuera bueno. 


Actualmente, hay gente que ocupa cargos de Gobierno con 56 años de edad -tenemos sus 
nombres y apellidos- que, por primera vez, pasaron ese límite de $ 31.000 y no van a tener tiempo de 
capitalizar. Esos son cincuentones perjudicados obligados, no contemplados por la ley. 


Por lo tanto, como no existe límite para afiliarse a una AFAP, el mes antes a jubilarme me 
puedo afiliar, incluso, cambiando los topes del sistema. Por eso digo que el sistema presenta tanta 
perversidad que sería para discutir sobre el tema en otro momento. 


A título personal -no es una resolución del PIT-CNT- creo que hace a cómo conciben el 
negocio las empresas privadas que administran, el hecho de que hoy se opongan a que en cada 
departamento haya un local donde el trabajador se pueda asesorar. Actualmente, si un trabajador se 
quiere cambiar de AFAP -no hablo de desafiliarse- tiene que ir a la que está afiliado, pedir un 
documento e ir a la AFAP a la que se quiere afiliar. No voy a defender a la AFAP República, pero en 
realidad es la única que tiene un local en cada capital departamental. En el caso de las otras AFAP no 
sucede lo mismo y puede pasar que alguien de Bella Unión tenga que ir, por ejemplo, a Paysandú o, 
incluso, a Montevideo para hacer el trámite. No es lo mismo que el servicio que brinda el BPS, con 
más de noventa locales ubicados en las capitales y también, en los pequeños pueblos. Se podrá decir 
que existe la comunicación por internet y demás, pero creo que las empresas deben estar a 


disposición de la gente y no esperar que ésta cuente con los medios informáticos -que no todos 
tienen- para poder usufructuar sus derechos. 


SEÑOR ABDALA.- Antes de comenzar quiero agradecer a los señores Legisladores por su atención. 


Ustedes deben conocer que desde una perspectiva programática, la bandera que levanta el 
conjunto del movimiento sindical va bastante más allá de lo que hoy está a consideración. Nosotros 
reconocemos que en la organización social de este régimen hay muy diversas actividades guiadas por 
el afán de lucro y de acumulación. En tal sentido, nosotros sostenemos que es una contradicción la 
existencia de este régimen de seguridad social que ha tenido toda una arquitectura evolutiva muy 
vinculada a las luchas del movimiento obrero desde fines del siglo XIX hasta la fecha. Desde una 
perspectiva conceptual, consideramos que hay que desconectar el régimen de seguridad social y, más 
en general, de protección social -que es un concepto más avanzado- del afán de lucro y de la actividad 
del capital financiero que, en otro plano del actual régimen, tiene que ver con el aparato circulatorio, por 
decirlo de alguna manera, vinculado a la ganancia, al lucro, del funcionamiento de las empresas y de 
distintas unidades productivas, ya sea del sector primario, la industria o los servicios. 


Desde un punto de vista finalista, nuestro objetivo es ir a una transformación estructural de la 
seguridad social poniendo todas las cosas arriba de la mesa, es decir, vinculándola al cambio de la 
matriz productiva, a los procesos que apunten a un mayor valor agregado, al conocimiento incorporado 
en la producción, a la industrialización y al desarrollo de la productividad genuina en el mundo del 
trabajo. En el cuadro de un segundo piso de estrategia, que tiene que ver con avanzar hacia los 
derechos de los trabajadores y el pueblo, nos planteamos la interrelación que existe entre el carácter 
dependiente de nuestro aparato productivo y los problemas demográficos que son una variable 
importante cuando hablamos de seguridad social. Es decir que buscamos una propuesta que mire a 
largo plazo, que genere las condiciones de un sistema de seguridad social alternativo a éste, donde 
coexiste el lucro con la acción del Estado -concretamente, del BPS- de modo de desconectar -al César 
lo que es del César y a la seguridad social lo que es lo de la seguridad social- el afán de lucro del 
régimen de seguridad social a través de una propuesta debidamente consensuada y discutida por 
todos los actores. 


Lo que nosotros queremos expresar, en nombre de todo el movimiento sindical, de nuestro 
PIT-CNT y trabajado muy arduamente por los sindicatos que participan en nuestra Comisión de 
Seguridad Social, en la que se reúnen regularmente cientos y cientos de compañeros, es que sin 
desmedro de este objetivo de generar las condiciones para una transformación sustantiva del régimen, 
con los agregados que bien hacía la delegación obrera en la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del Senado, nosotros consideramos que se está abriendo una ventana que es un 
avance que no va en desmedro de nuestra propuesta final. Me refiero a la transición entre lo que 
hay y lo que debería haber que, en última instancia, involucra una capacidad de información y 
decisión de los directamente implicados. En ese sentido, creo que ese avance y esa ventana puede 
ser mayor con las incorporaciones que estamos haciendo. En ese cuadro, desde nuestra perspectiva -y 
termino con esto- sería muy interesante que el trámite parlamentario fuera ágil para que cualquier 
modificación en este sentido no quedara, eventualmente, cuestionada por los plazos. También es 
nuestro interés que el trámite sea lo más ágil posible. Hemos participado con ahínco en lo que 
pudimos, dando nuestra visión, críticas y autocríticas en el diálogo social sobre la seguridad social, en 
términos de definición podríamos estar diciendo que consideramos que lo que está arriba de la mesa 
es un avance y lo queremos complementar con las cuestiones aquí planteadas y que, obviamente, con 
independencia de este avance seguiremos bregando por las cuestiones más de fondo que regulan 
nuestra posición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo una pregunta que refiere a la propuesta más concreta que están 
realizando respecto al artículo 9 que establece un plazo de sesenta días luego del asesoramiento 
para realizar la revocación. La duda que tengo es donde dice: “Proponemos que dicho derecho 
permanezca hasta los cincuenta años, si el mismo no expresó su voluntad”. El Banco de Previsión 
Social se va a tomar su tiempo para hacer el asesoramiento; tiene un año más uno, puede ser hasta 
dos años. Brinda el asesoramiento y da el informe, pero si la edad es entre los 40 y los 50 años y se 
puede esperar hasta los 50 años, ¿de qué le sirve ese informe cuando han pasado dos o tres años? 
Me parece que el informe puede perder la calidad de proyección, como para que la persona pueda 


tomar decisión acorde a lo que se le ha informado. Esa es la duda que tengo: ¿puede haber tanto 
tiempo entre la entrega del informe y la toma de la decisión? 


SEÑOR SALSAMEND!..- El primer punto es que cuando la persona comparece ante el Banco a pedir el 
informe, el Banco tiene hasta un año para dárselo, pero se supone que cuando lo llame para dárselo 
recién lo habrá elaborado, no es que ese informe vaya a tener un año de antigúedad. El problema es 
que cuando la persona va al Banco se le dice: “Tiene 60 días para decidir; si no decide, no se cambia”. 
En definitiva, de esta forma se está decidiendo por la persona. Entonces, nosotros solicitamos que la 
persona pueda pedir la información y decidir hasta los 50 años. Si a los 40 años pide la información y a 
los seis meses se la dan, ¿por qué no puede volver a los 50 años? ¿Por qué no puede volver más? 
Puede suceder que no lo ubiquen, que se haya mudado o se haya ido del país y después vuelve -le 
pueden pasar tantas cosas a la persona- y, como venció ese plazo de 60 días, perdió el derecho. 
Entendemos que eso es demasiado estricto, incluso, el Poder Ejecutivo aceptó que lo lógico es que los 
plazos estén en la reglamentación y no en la ley, porque después es complicado para el organismo 
aplicarla. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Voy a pedir una aclaración sobre un ejemplo que se reiteró aquí sobre los 
funcionarios de ASSE. El Director Ferrari se refirió a las personas que no estaban obligadas a estar 
dentro del sistema mixto, es decir, las que aportaron toda su vida al Banco de Previsión Social y que, 
como tuvieron un incremento en sus ingresos en el último tramo de su vida laboral, ingresaron al 
sistema mixto, en función de lo cual se les generó un perjuicio. De acuerdo a mis cálculos, esa persona 
en el Banco de Previsión Social hubiera percibido lo mismo si hubiera permanecido en el sistema 
público aportando estrictamente al sistema de capitalización por el remanente, que es lo que establece 
el sistema. En todo caso, aunque no tenga mucho tiempo para capitalizar, lo que perciba por la AFAP 
será un adicional a la jubilación que perciba por el BPS. Esto es lo que tenía entendido. 


No me quedó claro lo siguiente: me pareció que se hablaba de una diferencia entre los topes 
de las personas que estrictamente pertenecen al sistema público y las que aportan por la AFAP, lo que 
para mí es una novedad. 


SEÑOR FERRARI.- Si alguien, que era menor de 40 años el 1? de abril de 1996 y nunca se afilió a una 
AFAP -porque la ley no lo obligaba; no hizo la opción voluntaria- a los 57 años consigue un trabajo, al 
percibir un ingreso mayor queda obligado a afiliarse, pero no tiene tiempo de capitalizar. En lugar de 
tener la misma posibilidad de alguien que está fuera del sistema, de calcular su jubilación según el total 
del ingreso y bajo el sistema de reparto, se le computa solo hasta $ 31.000 con un tope de $ 27.000 
que paga el BPS. Mientras tanto, alguien que está en transición, que cotizó al BPS por todo su salario, 
tiene un tope de $ 38.000, hablando en números redondos. 


De modo que hay una diferencia entre alguien que se afilió obligado y no tuvo tiempo de 
capitalizar y alguien que pudo haber estado en el sistema de transición y tiene un tope totalmente 
distinto. Reitero: los topes son diferentes, según se esté en el sistema de transición o en el mixto. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Quiero aclarar este punto. Eso es así siempre y cuando el trabajador no haya 
tomado la opción del artículo 8% Porque tal como lo muestran las proyecciones realizadas 
oportunamente -sería conveniente que el Parlamento dispusiera de ellas- es claro que el artículo 8% es 
absolutamente redistributivo, pues beneficia a los trabajadores de menores recursos y que han tenido 
menos movilidad salarial a lo largo de su vida, que son los que se van a poder ir ahora, si no son bien 
asesorados. 


SEÑOR FERRARI.- Voy a tratar de respetar el Reglamento de la Comisión, según el cual los invitados 
en las Comisiones no opinan, se los escucha y la discusión se da después entre los Senadores. Por lo 
menos, ese es el procedimiento que nos enseñaron, pues siempre se nos dijo: “Nosotros no discutimos 
ni opinamos frente a los invitados. Hacemos preguntas para que nos puedan responder y después 
discutimos en la Comisión”. Entiendo que no se deben hacer valoraciones políticas. Por eso -repito- 
voy a tratar de respetar esa norma. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- No hice ninguna valoración política. 


SEÑOR FERRARI.- Sin embargo, decir que el artículo 8% es una disposición absolutamente 
redistributiva, es opinar sobre la esencia de la ley. Puedo compartir que la defienda porque participó en 
su redacción, pero, lamentablemente, según lo que indican los informes elaborados por la Asesoría 
Económica y Actuarial del Banco de Previsión Social, los distintos partidos políticos que van a disputar 
en las elecciones de octubre del año que viene tendrán la responsabilidad de resolver el problema que 
genera ese subsidio implícito a las AFAP, pues en 2017 ello le costará al BPS cerca de US$ 
400:000.000. 


Ahora bien, esos trabajadores que ganan $ 31.000 -por encima de esa cifra- no van a recibir 
la bonificación del artículo 8%. No quiero entrar a opinar para no dejar de respetar el mecanismo de 
trabajo de los señores Senadores, pero entiendo que el artículo 8% hay que leerlo muy bien. Por eso, 
desde ya adelantamos nuestra disposición a venir con mucho gusto, a efectos de intercambiar 
opiniones. De pronto, podríamos reunirnos durante el receso parlamentario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, tendremos oportunidad de reunirnos porque, en verdad, debido 
a los tiempos legislativos, más que hacer consideraciones sobre el sistema general, nos interesa poner 
en primer lugar el proyecto que estamos analizando. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Cuál era el artículo de la ley del año 1996 por el cual se producía el pasaje 
automático de los mayores de cuarenta años? Me refiero al ejemplo que daban, de las personas que 
estaban cerca del retiro, supongamos que cerca de los cincuenta y ocho años. 


SEÑOR FERRARI.- Si una persona nunca se afilió, hoy tiene cincuenta y seis años -supongamos que 
lo pusieron de Director del Banco de Previsión Social- y pasó a ganar más de $ 31.000, lo mismo le 
puede pasar a los sesenta años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social por su 
comparecencia. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Dirección del Plenario Intersindical de 
Trabajadores y de la Convención Nacional de Trabajadores del PIT-CNT.) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social.) 


-Para continuar con el tratamiento de la Carpeta N* 1315/2013 - Distribuido N' 
2338/2013, “Modificación del Régimen de Ahorro Individual Jubilatorio, tenemos el gusto de recibir a 
representantes de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social: su Presidenta, la señora 
Alejandra Zapirain y el Directivo Nacional, señor Adolfo Bertoni. 


SEÑOR BERTON!I.- Muchísimas gracias por recibirnos. Para empezar, queremos decir que nos alegró 
mucho que el proyecto de ley haya entrado por esta Comisión -sin despreciar a nadie- por dos motivos: 
es una Comisión con la que alguna vez hemos trabajado y podemos decir que la responsabilidad los 
caracteriza, lo que tiene un peso político importante. 


Por otra parte, en el material que entregamos a la Comisión, figura un informe del doctor 
Hugo de los Campos -más o menos conocido por todos; actualmente Director de los jubilados en la 
Caja Profesional- que de manera bastante contundente establece que no hay plazos, al expresar que 
no existe ningún obstáculo para la aprobación del proyecto de ley dentro de los 12 meses anteriores a 
las elecciones nacionales. Asimismo, cita al artículo 229 de la Constitución que dice que el Poder 
Legislativo no podrá aprobar presupuestos, crear cargos, determinar aumentos de sueldos y 
pasividades, ni aprobar aumentos en las Partidas de Jornales y contrataciones. Incluso, dice que: “Una 
eventual acción de inconstitucionalidad solo podría basarse en fundamentos situados a extramuros del 
derecho, no tiene efectos suspensivos, y su alcance sería individual para el que promoviera la acción. 
Estaría además obviamente condenado al rechazo de la pretensión”. 


Este es el asesoramiento que traemos y dejamos a consideración de la Comisión, 
ateniéndonos a lo que entienda el Parlamento. 


También hemos entregado una carpeta que incluye una resolución de la Mesa representativa 
del PIT-CNT -que avala en parte nuestro planteo- el texto de una solicitada que extrajimos del 
Semanario “Búsqueda” hace alrededor de un mes -donde básicamente está lo que vamos a plantear 
hoy- y un par de boletines nuestros donde hemos analizado algunas cosas que también las diremos 
hoy. 


Lo primero que queremos señalar, por su importancia, es que para nosotros el proyecto de 
ley enviado por el Poder Ejecutivo significa un avance. No daremos nuestra opinión sobre la ley ni 
sobre el régimen de transición vigente para los que no fueron obligados a afiliarse a una AFAP, no 
solamente porque estaría fuera de lugar, sino porque sería tocar un tema extemporáneo. No es eso lo 
que está en discusión. 


Vamos a referirnos exclusivamente al proyecto de ley. Si bien nos merece algunas dudas, 
creemos que es un avance en la medida que posibilita la libertad de elección para un colectivo de 
trabajadores importante. 


Obviamente, no compartimos ese plazo de 60 días después de la notificación y supongo que 
los compañeros del PIT-CNT que se acaban de retirar, también lo habrán manifestado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es correcto. 


SEÑOR BERTONI.- Queremos hacer hincapié sobre una situación que afecta por lo menos a unos 
50.000 trabajadores, básicamente funcionarios o trabajadores de todos los Entes Autónomos -por 
ejemplo los de Conaprole, del mar, de algunas Intendencias y obviamente del Palacio Legislativo- que 
por haber nacido después del 1* de abril de 1956, es decir, por haber sido menores de 40 años en abril 
de 1996 y por ganar por encima de determinado tope, fuimos obligados a afiliarnmos. Como saben los 
señores Senadores, la ley no nos menciona. Si hacemos un símil -con el que no pretendo ser 
grotesco- vemos que salvando las enormes distancias, este proyecto de ley es como si la ley de 
amnistía del año 1985, hubiera establecido “en el Uruguay no habrá más presos, pero los que están en 
el Penal de Libertad y en Punta de Rieles, seguirán presos”. Nosotros nos autodenominamos 
“prisioneros de las AFAP”. Seguiremos prisioneros. Nadie nos preguntó si queríamos o no queríamos, y 
quedamos adentro. 


Nuestro razonamiento para uno de los artículos que proponemos -son cuatro en total- es 
sencillo. En el año 1996, más allá de lo que se pensara sobre la ley, los que tenían 40 o más años, no 
fueron obligados. ¿Por qué? Porque se sabía que con 20, 22, 24 ó 25 años de aporte a la AFAP, lo que 
daba el BPS más la AFAP, era menos que el régimen de transición. Hoy tenemos una generación que 
está en una situación idéntica o muy parecida. Yo soy de los más viejos de la generación; tengo 57 
años. Llevo 17 años aportando a la AFAP; cuando cumpla 60, habré aportado durante 20 años. Ya sé 
que lo que me va a pagar el régimen mixto es un 30%, un 32% o un 34% menos que lo que cobraría si 
me hubiera quedado en el régimen de transición. Esto suena como algo fuerte. Trajimos un ejemplo 
concreto de un compañero; aclaro que cualquiera que consulte por una situación como esta en la 
AFAP, podrá obtener la respuesta. Se trata de una persona que nació en 1959, que es cajero y cobra 
algunas compensaciones; gana $ 53.000. Si se jubilara a los 60 años, su jubilación en el BPS sería de 
$ 17.983, y lo que cobraría en la AFAP serían $ 8.960, lo que totalizaría $ 26.943; pero si se jubilara por 
el régimen de transición del BPS, cobraría $ 36.196. Estamos hablando, en promedio, de un 30%. 


Según lo que nos explicaron nuestros asesores y economistas, un 30% menos de jubilación 
equivale a un 14% del sueldo. O sea que si nosotros resolviéramos hacer una huelga general de 48 
días, no ir a trabajar y recibir el descuento correspondiente, este equivaldría a lo que vamos a perder 
por año una vez que estemos jubilados. La solución de que el año en vez de ser de doce meses sea de 
diez meses y medio, no la tenemos a mano. Entonces, en los hechos lo que se hizo, teniéndolo o no, 
fue aumentarnos la edad de jubilación, porque para que yo reciba lo mismo que un compañero del 


régimen de transición tengo que trabajar hasta los 65 o 66 años. Hay compañeros que lo van a hacer, 
pero otros pensamos irnos a los 60, perdiendo. 


Tenemos dos casos emblemáticos. Una compañera de Melo nació el 31 de marzo de 1956; 
cumplió 40 años el día antes de que entrara en vigencia la Ley, y otra, que vive en Raigón, cumplió 40 
años el 1? de abril de 1996. Por ese día de diferencia una va a cobrar un 30% más de jubilación que la 
otra. 


Esta es una primera propuesta que hacemos: que los mayores de 50 años, al día de hoy, 
tengamos la posibilidad de elegir. No estamos pidiendo la desafiliación, sino tener la posibilidad de 
elegir. Habrá compañeros que, probablemente, aun estando esta iniciativa sancionada, no opten, 
mientras que otros sí. Lo que estamos pidiendo es libertad de elección. 


En la propuesta presentamos tres artículos más; en la publicación de búsqueda están los 
cuatro artículos. El segundo es para los que tienen hoy entre 40 y 50 años y fueron obligados a afiliarse 
a una AFAP: pedimos que si no tienen diez años de cotización, también tengan la posibilidad de elegir. 
¿Por qué? Por un razonamiento similar al anterior: si en 17 años de aporte a la AFAP no he logrado 
reunir 10 de cotización, es seguro que cuando me vaya a jubilar el régimen mixto tampoco me sirva. 


El tercer artículo es una iniciativa que se refiere a las condiciones que deben cumplirse para 
obligar a un trabajador a afiliarse. Ustedes saben que al día de hoy el tope está en $ 31.600, y si un 
trabajador gana, por ejemplo $ 22.000 o $ 27.000, y en un mes se pasa del tope establecido -como 
nos contó una maestra de Tacuarembó anteayer, que hizo una suplencia y se pasó del tope- por ese 
mes queda de por vida afiliado a la AFAP. Lo que planteamos nosotros es que, para obligar a un 
trabajador a afiliarse a una, en el último año móvil tenga por lo menos siete meses en los que haya 
cobrado por encima del tope, porque si en doce meses tuvo siete en los que cobró por encima, 
entonces, razonablemente, ese es su sueldo real. 


Por último, proponemos un artículo por el que se modifica la forma en que se calcula el 
aporte al BPS y que, de prosperar, beneficiaría a los trabajadores que están en el régimen mixto y no 
pueden salirse de él o a quienes, aun teniendo la posibilidad de hacerlo -de acuerdo al proyecto- no lo 
hagan. Como ustedes saben, en el régimen de solidaridad intergeneracional -en el caso del 
régimen mixto- se calcula el promedio de los últimos 10 años, comparados con los 20 mejores, y ahí 
hay una cuenta que dará como resultado un 5% más, o menos. El problema es el siguiente. Hasta el 
mes de marzo del año 1986 no había AFAP; por lo tanto, un trabajador aportaba solo al BPS. 
Supongamos que aportaba por $ 10.000. En abril de ese año comenzaron a operar las AFAP; siendo 
así, ese trabajador optó por el artículo 8%, de modo que empezó a aportar $ 5.000 al BPS y $ 5.000 a la 
AFAP, y así sucesivamente. Sin embargo, cuando hacemos el cálculo de lo que debe pagarle el BPS, 
vemos que desde marzo de 1996 hacia atrás, no se le toman los $ 10.000 que aportó, sino $ 5.000, 
como si hubiera habido AFAP desde el momento en que empezó a trabajar. Sobre este punto en 
particular, hay un anteproyecto de ley del Directorio del Banco de Previsión Social que en su momento 
fue remitido al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y después no sé en qué quedó. Aun así, insisto 
en que esto mejora el régimen mixto, sobre todo para los que trabajamos desde antes de 1996, porque 
obviamente alguien que comenzó a hacerlo después de ese año no tiene este problema. 


Nos hemos reunido con el doctor Saldain -que fue corredactor de la ley- y sabemos que ha 
presentado un recurso ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en defensa de un trabajador, 
por este mismo problema. Él plantea que es incongruente que en aquel momento en la ley se haya 
fijado un tope de $ 4.200 -si hay un tope es porque se supone que el promedio puede ser más de eso- 
y luego se haya puesto un valor que impide llegar a ese tope. 


En resumen, son cuatro artículos. En el primero de ellos, proponemos que los que están 
obligados a ingresar al régimen de ahorro individual, podrán optar por integrarse al régimen de 


transición. Pensamos que esto no sería difícil de votar. 


Si leemos con atención lo que manifestaron los representantes de los distintos sectores 
políticos y sociales en el ámbito del Diálogo Nacional sobre Seguridad Social, que figura en la página 
web del Ministerio, vemos que el delegado del Frente Amplio se mostró a favor de la mayor libertad de 
opción -sin exclusiones- para obligados y para voluntarios. A su vez, la postura expresada por el 
contador Ariel Davrieux fue la de brindar la mayor libertad de opción, en principio -dijo- para los 
voluntarios. Por mi parte, creo que también se debería dar libertad de acción -quizás no extrema en un 
principio- a los obligados, porque si no, además se daría la siguiente paradoja -como diría nuestro 
amigo Horacio “Corto” Buscaglia-: que el que tenía 40 años más y en 1996 eligió voluntariamente 
afiliarse -aun sabiendo claramente que no tenía obligación de hacerlo- va a poder elegir, pero los 
obligados no. 


El doctor Saldain, por su parte, manifestó públicamente que todos los trabajadores deberían 
elegir, pero al final; o sea que él difiere el momento del retiro, pero la orientación es también permitir 
que todos elijan. Entonces, si uno suma todas estas exposiciones, más los esfuerzos que se pueden 
haber hecho, ve cuál es la situación. 


Atodo esto hay que agregar lo que el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social manifestó 
públicamente cuando periodistas de Canal 5 lo interrogaron a propósito del lanzamiento de nuestra 
iniciativa -que realmente es importante para nosotros porque conocemos a Eduardo Brenta, y sabemos 
de su nobleza-; él fue muy claro en decir que el Parlamento tendrá la posibilidad de considerarla. 
Partimos de la base de que tiene la posibilidad de analizar esto que proponemos, es decir, no es algo 
que vaya a votarse a las corridas. 


Además, sobre el tema de los hombres y mujeres que rondan los 50 años es ya conocida la 
postura del Presidente del BPS, Ernesto Murro, quien ha expresado públicamente que recibe decenas 
de cartas de trabajadores que están cercanos a la jubilación, que saben que van a tener un perjuicio, y 
él cree que se está en condiciones de contemplarlos. 


En resumen, estos son los cuatro puntos que planteamos, por supuesto, en acuerdo con el 
PIT-CNT. En la resolución de la mesa representativa se incluye a todos los trabajadores mayores de 50 
años que fueron obligados y que consideran que han sido perjudicados por el sistema de 
capitalización individual al haber capitalizado pocos años. En cuanto a cómo hacer el cálculo del 96 
hacia atrás, el propio Directorio lo aprobó, así que todos los sectores que lo integran están de acuerdo 
con este artículo aunque no sabemos qué paso con el anteproyecto de ley. Luego está el tema de los 
que tienen 50 años y los que tienen entre 40 y 50, pero no tengan diez años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La propuesta más concreta, efectivamente, la realizó el PIT-CNT hace unos 
momentos y, en cuanto a las demás, tienen alcances que, evidentemente, no vamos a poder 
contemplar en este proyecto. 


SEÑOR BERTON!I.- No me doy cuenta cuáles son unas y cuáles, otras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concretamente, me refiero a las que ustedes indicaron en el repartido: la de 
los 60 días, la que incluye a los mayores de 50 años, etcétera, es decir, las que vamos a contemplar 
son las que tienen un acercamiento más concreto al proyecto, sobre las que los miembros de la 
Comisión puedan tener una evaluación de la iniciativa; las otras propuestas están más complicadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad 
Social.) 


(Ingresan a Sala representantes de diversas AFAP.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social da la bienvenida a los 
representantes de distintas Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional: por República AFAP, su 
Directora, la economista Jimena Pardo; por Unión Capital, su Gerenta General, la economista María 
Dolores Benavente y el Gerente Comercial, Stephen Apolant; por SURA AFAP, el Gerente General de 
Uruguay, economista Gonzalo Falcone y por Integración AFAP, el Coordinador de Desarrollo Comercial 
contador Rodrigo Coutinho y el Gerente de Inversiones, Martín Rodríguez. 


SEÑOR PASQUET.- Ante todo, quiero agradecer la visita de los representantes de las AFAP. 


Por otra parte, voy a excusarme de antemano porque a la hora 17 tendré que retirarme en 
virtud de que presido la Comisión de Asuntos Internacionales, que se reúne hoy a esa hora. 


SEÑORA PARDO.- Como representante de República AFAP, quiero manifestar que su Directorio ha 
participado activamente del Diálogo Nacional sobre Seguridad Social (DNSS), tanto en su primera 
etapa como en esta segunda. Los cambios que venimos a plantear están detallados en el material que 
hemos dejado a la Secretaría -en formato electrónico y en carpetas individuales- en el que redactamos 
cada punto que proponemos porque entendemos la premura de los plazos. Estos cambios son 
paramétricos -por llamarlos de alguna manera- y no hacen a la sustancia del planteamiento, con el cual 
coincidimos porque -reitero- hemos participado del Diálogo. De todas maneras, entendemos que sí 
deben hacerse porque algunos refieren a mejoras importantes en el proyecto. 


Yendo por orden, los primeros tres que voy a mencionar tienen que ver con temas en los que 
todas las AFAP estamos de acuerdo. Luego, el representante de Sura va a exponer otro tema con el 
cual también todos estamos de acuerdo, y por último voy a mencionar algunos aspectos que solo los 
plantea República AFAP. 


” « 


Hemos catalogado los primeros tres puntos, por su orden, como “imprescindibles”, “muy 
importantes” e “importantes”. 


Dentro de la categoría imprescindible, hemos visto que hay una solución bastante coordinada 
que refiere al plazo de entrada en vigencia de lo que llamamos el Subfondo de Retiro. Queremos 
manifestar que estamos totalmente de acuerdo con lo que ha previsto el Banco Central, que les remitió 
algunas modificaciones. Así que, como señalé, apoyamos lo que el Banco Central está planteando. 


Con respecto a lo catalogado como muy importante, quiero hacer énfasis en que estuvimos 
totalmente de acuerdo con dar a las personas la posibilidad de revertir opciones voluntarias. Con lo que 
no estamos de acuerdo es con el rango de edad que se ha establecido, por la sencilla razón de que no 
hay que confundir asesoramiento con desafiliación. Las personas que eventualmente pueden 
desafiliarse representan un bajo número y, por los datos que maneja República AFAP, serán muy pocas 
a las que le sirva retirarse de las AFAP. No obstante ello, para asesorarse y saber que eso es así 
necesitan un asesoramiento personalizado y los rangos de edad que se están habilitando, según 
nuestras estimaciones, autorizan desde el momento cero, a 477.000 personas; 255.000 de ellas son 
las que tienen dos años -y son mayores de 48 años- y están en un régimen de transición, es decir que 
están amparados por el artículo 1” del proyecto de ley. 


Entendemos que es un número muy grande de personas para asesorar en un plazo acotado - 
y, eventualmente, a la mayoría no le servirá desafiliarse- pero el asesoramiento habrá que brindarlo y 
creemos que es muy importante que sea personalizado, porque el Directorio de República AFAP 
recorre el interior todos los años y lo que detecta es que la gente no se preocupa por los temas 
previsionales, salvo cuando está próximo a jubilarse o cuando le pasan cosas que requieren hacer uso 
de la seguridad social. En esos casos, la persona está desesperada -y lo digo literalmente- por acceder 
a alguien que le brinde un asesoramiento personalizado. 


El otro día hice un ejercicio y le pregunté a mi compañero de República AFAP: “Luis, ¿vos 
estás seguro de que no te vas a ir? Me contestó que sí; entonces le dije: “Si vos no sabés nada de este 
tema y te digo que quizá tengas la posibilidad de mejorar tu jubilación, ¿no vas? Y me contesta: “Si, 
voy; después no lo hago, pero voy”. 


Reitero que las personas potenciales a ser asesoradas son 477.000. Nosotros creemos que 
van a ir muchas de ellas, lo que no quiere decir que creamos que se van a desafiliar todas, más bien 
después de que sean asesoradas y si el asesoramiento es personalizado -como bien establece el 
proyecto de ley: en base a la historia laboral de las personas y con ciertos resguardos que ya están 
contemplados en el proyecto-; la mayoría no se va a desafiliar, pero el asesoramiento hay que brindarlo 
y debe ser en forma ordenada. 


En este sentido y siendo muy enfática -reitero que esto es compartido por las cuatro AFAP- 
reivindicamos volver a la propuesta que República AFAP había planteado en el diálogo -que tiene una 
redacción alternativa que hemos entregado a Secretaría- que es darle un año a la persona de 50 años, 
lo que hará que el colectivo actual a atender baje a 250.000 personas al inicio -ese es el stock porque 
hoy ya hay personas mayores de 50 años a las que le estamos dando dos años- y luego serían 
alrededor de 26.000 personas a asesorar por año, lo cual para nosotros es un número muy manejable. 
Poniendo énfasis en este punto, vuelvo a decir que todos los cambios tienen una redacción alternativa 
ya planteada. 


Luego, dentro de lo que hemos catalogado como importante, tenemos cuatro puntos. El 
primero que voy a mencionar también es compartido por todas las AFAP y es que entendemos que es 
altamente inconveniente no haber previsto que el Fondo de Retiro tenga la opción de que la persona 
pueda decir que no quiere pasar a él. Aquí quiero ser bien clara: nosotros reivindicamos el Fondo de 
Retiro y saludamos que esté en el proyecto de ley por entender que es una excelente propuesta que 
venimos pidiendo desde hace años, pero también es muy bueno que prevea una opción cuando la 
gente no dice nada. El inconveniente radica en que tenemos muchas personas afiliadas que están muy 
informadas, son pocas, pero quieren elegir y saben qué hacer con su Fondo. Entonces, ellos 
reivindican poder decir: “No, yo no quiero pasar”. 


Entonces, la redacción propuesta permite que voluntariamente -y, obviamente, respetando lo 
que el propio proyecto de ley establece en cuanto al consentimiento informado y en ciertas 
condiciones- la persona pueda decir: “Yo no quiero pasar al Subfondo de Retiro”. 


Los tres cambios que pasaré a informar de ahora en adelante son cambios que plantea 
únicamente República AFAP. Con respecto al primero de ellos, los señores Senadores me dirán que es 
una pavada, pero en República AFAP tenemos mucha consideración por la comunicación porque 
sabemos que en el tema de la previsión social existen cosas muy complicadas como para que la gente 
entienda, en general manejamos términos que la gente no entiende. Cuando la opinión pública 
comenzó a hablar del proyecto de ley, hicimos un sondeo y al mencionar “Fondo de Retiro” las 
personas pensaban que iban a poder retirar la plata o se hacían una idea del Fondo de Retiro que no 
es tal, no es la función del Retiro. 


Concretamente, lo que estamos planteando es cambiarle el nombre por algo que se asocie 
con la función que tiene el Fondo. Por lo tanto, sugerimos que en los artículos que van del 19 al 27 del 
proyecto de ley se sustituya el nombre “Subfondo de Retiro” por “Subfondo de Protección”. Ustedes me 
dirán que es algo menor y es cierto, pero es bueno que se haga la modificación y figure en la ley el 
nombre, para que luego todos utilicemos el mismo porque, de lo contrario, habrá que aclararle a la 


gente que el Subfondo de Retiro es, en realidad, un Subfondo de Protección y que, además, no se 
podrá retirar la plata, y es allí donde se dificulta la comunicación. 


Lo siguiente que voy a manifestar tiene que ver con dos planteos que venimos haciendo 
desde el 2007 por medio de los cuales solicitamos incorporar al proyecto de ley algunos artículos. Por 
ellos pretendemos mejorar la situación que hoy tiene la gente y que este proyecto de ley, tal cual está 
redactado, no está atendiendo. 


En República AFAP tenemos el caso de dos personas -aunque hemos tenido más casos- de 
hijos muy cercanos a los veintiún años y únicos beneficiarios de pensión. Todos sabemos que el fondo 
que la persona tiene en la AFAP es heredable, siempre y cuando no haya beneficiario de pensión. En 
este momento, a una de ellas, única beneficiaria con derecho a pensión, le faltan veinte días para 
cumplir los veintiún años y el fondo asciende a US$ 70.000 -o sea que, por veinte días, cobraría 
una pensión contra un fondo de US$ 70.000- y, a la otra, cobraría pensión por tres días contra un fondo 
de US$ 15.000. 


Concretamente, proponemos agregar un artículo al proyecto de ley -cuya redacción dejamos 
en poder de la Comisión- por el que se establezca, solamente para estos casos- porque somos muy 
cuidadosos del respeto del derecho pensionario y entendemos bien que esto se trata de seguridad 
social y no de alterar el derecho pensionario en general- que si estos hijos a la edad de veintiún años 
no han tramitado la pensión, tienen derecho a cobrar el fondo. 


El otro artículo que pedimos incorporar a la iniciativa se relaciona con la posibilidad de 
revertir la opción del artículo 8”. Sabemos, e incluso entendemos, que quienes nos precedieron en la 
Comisión seguramente plantearon el caso de personas que, por unas pocas veces, han pasado el tope 
de ingreso máximo por el cual quedan obligadas. A propósito de ello, hemos traído la siguiente 
solución. Una persona puede aportar poco a la AFAP, por tres razones: la primera, porque trabajó dos 
años y se fue del país -en este caso, acumuló en su cuenta pero, por más que ello genere rentabilidad, 
lo que acumula en su fondo es poco-; la segunda, porque trabajó unos años y luego pasó a estar 
amparado por otra Caja u otra institución de seguridad social del Uruguay como, por ejemplo, la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones Bancarias -aquí pasa lo mismo, tiene poco dinero en su cuenta- y, por 
último, que no haya firmado el artículo 8* de la ley. En la actualidad, de más de 1:190.000 afiliados, 
solo un 8% de ellos no lo han firmado. O sea que este proyecto de ley ampara a la casi totalidad, pero 
al 8% que no firmó el artículo -esto forma parte de las reglas de juego y eligió no firmarlo- le puede 
pasar que acumule poco dinero en su cuenta. Lo cierto es que cuando se va a jubilar, la jubilación 
inicial es muy baja. Incluso, desde el Banco de Seguros del Estado se nos dijo que, a veces, no servía 
ni siquiera emitir el recibo. Frente a esta situación, creemos que a la persona no le es un beneficio 
cobrar una renta de $ 100 o $ 200. 


Entonces, queremos plantear que, para montos de jubilación inicial inferiores a media BPC, 
se retribuya a las personas el dinero del fondo en vez de pagarles lo que sería la jubilación. 


Estos dos artículos son los propuestos por República AFAP para agregar al proyecto de ley 
que, reitero, su redacción está en poder de la Comisión. 


A continuación, queremos hacer algunas aclaraciones que no tienen que ver con cambios. 


En primer lugar, nos gustaría aclarar que el proyecto de ley que está a consideración, no es 
de desafiliación sino de reversión de opciones. ¿Qué quiere decir? De las 477.000 personas habilitas 
por el proyecto de ley, solo 205.000 se van a desafiliar en caso de que así lo quieran. Se trata de 
personas que nunca pasaron el tope de aporte obligatorio y, por tanto, una vez que decidan ir al Banco 
de Previsión Social, su fondo irá a él y cerrarán su cuenta en la AFAP. El resto de las personas -que 
son muchas, alrededor de 270.000- no se van a ir de la AFAP sino que cambiarán la forma en la que 
aportaron al Banco de Previsión Social; además, por esta vía, cambiarán la jubilación que recibirán de 
ambos pilares. 


Reitero que este no es un proyecto de ley de desafiliación sino de reversión de opciones y, 
por eso, operativamente, el asesoramiento es mucho más complejo que el caso de los decretos que 
hasta ahora se habilitaron. En el caso de esos decretos, las personas que estaban amparadas se 
llevaban sus fondos y se cerraban sus cuentas. Este no es el caso de este proyecto de ley. Igualmente 
aclaro que no sería un problema y lo podemos hacer, pero nos gustaría que la cantidad potencial de 
gente a asesorar fuera menor para hacerlo de una forma más ordenada. 


Un segundo aspecto es que hay una confusión bastante frecuente, que es la de que si la 
persona no aporta a la AFAP, entonces no le sirve estar en la AFAP y mejor que se vuelva al BPS. 
Como hemos dicho reiteradamente, incluso en el ámbito del Diálogo Nacional sobre la Seguridad 
Social, en Uruguay el sistema es mixto y la persona nunca deja de aportar al BPS. Entonces, si la 
persona no está aportando a la AFAP, tampoco lo está haciendo al BPS, que es justamente donde va a 
tener problemas para acceder a la causal jubilatoria. Recordemos que el BPS exige -no porque esta 
institución lo quiera sino porque lo establece la ley y está bien que así sea porque es la esencia del 
sistema- 30 años de servicios computados en la historia laboral para acceder a causal común y entre 
25 y 15 para edad avanzada, dependiendo de los requisitos de edad y otros elementos. Entonces, es 
justamente en el BPS donde la persona no va a tener causal si tiene baja aportación y esta es una de 
las cosas que hay que evaluar cuando se asesora a las personas. Quizás a estas personas les sirva 
permanecer en el sistema mixto, no porque lo que van a recibir por la AFAP sea mucho, sino porque 
quizás sea lo único que perciban. 


Por otra parte, queremos aclarar lo siguiente. Es cierto que hay un 60% de cotizantes en las 
AFAP y también que hay un 60% de cotizantes en el BPS. Además, ese 60% de cotizantes no es 
siempre el mismo por lo que no quiere decir que el 40% restante no se va a jubilar porque no son 
siempre las mismas personas las que cotizan o no en un mes. Entonces, a los efectos de ver si las 
personas adquieren derechos en el régimen de seguridad social y, en especial en el BPS, el concepto 
que debemos manejar es el de seguir a la persona a lo largo de toda su vida y ver cuánto tiempo 
aportó del período total que trabajó, que es lo que se denomina “densidad de cotización”. 


La verdad debo decir que los datos de República AFAP en este sentido son muy buenos. Si 
miramos los que hoy están amparados por el decreto, que son los mayores de 40, República AFAP 
tiene en su cartera que más de la mitad de los mayores de 40 aportaron más del 92% del tiempo que 
trabajaron. Digo esto para clarificar algunas confusiones que puede haber entre el ratio puntual de 
cotizantes en un mes y el tema de que equis personas no coticen nunca o no tengan dinero en su 
cuenta. 


Para finalizar, desde República AFAP queremos aclarar que según nuestras estimaciones a la 
mayoría de las personas le va a servir permanecer en el sistema mixto, lo que no significa que no 
debamos asesorarlas. Hay casos de personas que entraron a edades avanzadas al sistema -que es lo 
determinante para evaluar la conveniencia- que probablemente les sirva salir, a diferencia de las que 
ingresaron de jóvenes. En ese sentido, estamos trabajando -al igual que lo hicimos con todos los 
decretos anteriores- para detectar esos casos de no conveniencia y nos contactaremos con esa 
persona -tenemos manera de hacerlo- para exhortarla a cumplir con el proceso de desafiliación que 
establece el proyecto. 


Muchas gracias. 
SEÑOR FALCONE.- Les agradecemos la posibilidad que nos brindan de comparecer. 


En nuestro caso, vamos a hacer un ejercicio similar al que hizo la representante de 
República AFAP en cuanto a comentar algunos puntos en los cuales estamos de acuerdo todas las 
AFAP y, luego, trasmitir algunos conceptos de la AFAP SURA. 


En primer lugar, el tema de la edad ya fue muy bien explicado. Nosotros coincidimos y 
apoyamos la propuesta realizada por República AFAP para que la edad sea a partir de los 50 años. 
Ahora, quisiéramos exhortar a los Legisladores a que consideren la forma de acotar lo más posible el 
período de incertidumbre que generaríamos al afiliado al ponerle una restricción en la edad y lo 


decimos por el siguiente motivo. Si bien la edad de causal jubilatoria se establece en los 60 años, en 
promedio los uruguayos nos jubilamos a los 64. Entonces, si la edad se establece a los 50 años, el 
período sobre el cual se van a establecer supuestos de comportamiento en el mercado laboral que van 
a ser utilizados al momento de dar la asesoría, sería de 14 años que, de todas formas, es amplio. Eso 
tiene que ver, justamente, con buscar proteger al afiliado dándole el mejor asesoramiento que se logra 
acotando el período de incertidumbre. Ese es el foco: la edad. Al final, tal como está establecido en el 
proyecto de ley la persona va a tomar la decisión por sí misma y creemos que no todas las personas 
tienen los elementos como para poder discernir, con tanto tiempo para llegar a generar la causal, cuál 
es la mejor opción. Ese es un poco el aporte al comentario de la edad que hacía la representante de 
República AFAP. 


Quiero reafirmar uno de los últimos comentarios que está relacionado con esto: la densidad de 
cotización. Si bien la persona no cotiza asiduamente al sistema mixto -tanto BPS como AFAP- puede 
llegar a darse el caso de que a raíz de la simulación que se le genere en el proceso de asesoría, tome 
la decisión de revertir su opción por lo cual la prestación que estaría obteniendo en el futuro sería 
únicamente por el régimen de reparto, el de solidaridad intergeneracional. Eso es en el supuesto de 
que llegue a cumplir el cómputo de años para acceder a ello, pero si no llega a ser así esa persona 
queda sin prestación alguna. Ahora, si se mantuviera en el régimen mixto a la edad de 65 años 
obtendría alguna prestación de acuerdo a lo establecido en el régimen de AFAP. Este es un punto que 
queríamos reafirmar, en el sentido de lo expresado por la representante de República AFAP antes de 
mi exposición. 


Con referencia al fondo de retiro también apoyamos la opción de que sea voluntario para 
quién lo desee. La edad de jubilación promedio está cercana a los 64 años, entonces, esos afiliados 
informados, que mencionaron, están preocupados por la rentabilidad que van a obtener por sus fondos, 
porque es muy relevante en el sistema de capitalización. Una persona que está con la expectativa de 
jubilarse a los 60 años, y su fondo de retiro es llevado a los 55 años, le supone un período de cinco 
años con una rentabilidad más baja que está implícita en este Subfondo de Retiro. Ahora, si la 
expectativa de jubilarse está en una edad mucho más allá de los 60 años, la persona estaría por un 
período mayor de tiempo expuesta a una rentabilidad menor, lo cual va en detrimento de la prestación 
que podría obtener. No sé si claro en ese punto. De ahí surge la posibilidad de dar al afiliado el derecho 
de no pasar, voluntariamente, al fondo de retiro. 


En tercer lugar, en este Capítulo se hace referencia a los Subfondos. Voy a comentar una 
posición que queremos proponer todas las AFAP en forma conjunta. Creemos que existe la posibilidad 
de incorporar un tercer Subfondo para aquellos afiliados de edad más joven; de hecho dejamos la 
propuesta a la Secretaría con el fin de aportar a esta Comisión. Repito, se trata de dar al público más 
joven un Subfondo con mayor rentabilidad de la esperada que le permita construir, en la edad 
temprana, un mejor saldo en su cuenta. Lo que hace ese fondo es generar mayores libertades en los 
límites actuales del fondo e incorporar otros activos para lograr mayor rentabilidad. De ese modo a 
partir de los 30 años, habría un mecanismo que operaría de igual forma al ya establecido para el 
Subfondo de retiro por lo cual la persona de los 30 a 35 años regresaría a lo que es hoy el fondo 
actual, es decir, el Subfondo de acumulación denominado de esa forma en el proyecto de ley. 


Este Subfondo Crecimiento, como lo denominamos en nuestra propuesta, sería una opción 
voluntaria que tendrían las personas, pero para poder hacer esa opción deberían tener al menos 6 
cotizaciones en la AFAP, a cuyos efectos dispondrían de un período de asesoramiento. La idea es 
lograr que el afiliado realice su opción habiendo recibido la correspondiente información. 


Como dije antes, esta es una propuesta que realizamos en forma conjunta todas las AFAP, 
para la cual dejamos la redacción en la Comisión. 


A continuación, voy a referir las apreciaciones de AFAP SURA en relación con el artículo que 
prevé que el asesoramiento lo brinde el Banco de Previsión Social. En este sentido, detectamos dos 
conflictos de intereses, para los que no se prevé una solución. 


El primer conflicto, tiene que ver con el hecho de que el Banco de Previsión Social es el 
administrador del sistema de reparto y en el caso de aquellas personas que tomen la opción de 


reversión, de acuerdo con lo que se establece en el articulado, esta institución recibiría los fondos a 
partir del momento en que el afiliado realice su opción. Esto podría generar que, como la asesoría se 
hace en términos relativos, según lo que se logre en el sistema mixto o en el sistema de reparto, el 
Banco pueda tener mayores recursos con los cuales financiar otras prestaciones que hagan más 
competitivo el sistema de reparto. En síntesis, esta asesoría podría generar un desequilibrio. 


A efectos de mitigar ese desequilibrio, proponemos que el fondo acumulado en el Fondo de 
Ahorro Previsional de quienes tomen la opción de reversión -no me refiero a los flujos de aportes que 
se sucedan a partir de que la persona optó por regresar al régimen de reparto- se transfiera al BPS en 
el momento en que ese afiliado genere causal jubilatoria. Esta es la propuesta para mitigar ese 
conflicto de interés. 


El segundo conflicto de intereses que detectamos, tiene relación con que el BPS es 
accionista de nuestro principal competidor, es decir, República AFAP. En la sesión anterior de esta 
Comisión se mencionó que el BPS no tenía participación en el sistema y que por ello esta validado 
para brindar asesoría. Creemos que al ser el instituto de seguridad social, tiene elementos para brindar 
asesoría, pero no podemos menospreciar el hecho de que es accionista -reitero- de nuestro principal 
competidor. Como participante de una industria, son temas que generarían una desventaja competitiva 
para nosotros, a la que se suma el hecho de que tanto los directores como los funcionarios de ese 
organismo expresan públicamente, en forma sistemática, su preferencia hacia República AFAP. Por lo 
menos, queríamos expresar nuestra preocupación en cuanto a que en este punto también hay un 
conflicto de intereses que no se ha resuelto. 


En cuanto a la asesoría del BPS, teniendo en cuenta la infinidad de variables que se debe 
considerar al momento de brindar ese servicio y dependiendo del período de incertidumbre que se 
tome, es obvio que van a existir muchos supuestos, por lo que se van a presentar muchos casos de 
dudas, porque tanto por permanecer en el régimen mixto como por pasar al sistema de reparto la 
persona, al momento de tomar la decisión, va a tener dineros no muy distintos. En este caso, 
proponemos que se establezca un umbral en el que, si la diferencia en la comparación entre ambas 
prestaciones es inferior -supongamos- al 30%, se le dé al afiliado la opción de una segunda asesoría, 
brindada por una comisión técnica asesora, que le permita examinar con mayor detalle su situación 
particular. La razón es que no se pueden hacer comentarios que engloben a determinado conjuntos de 
personas, sino que la asesoría debe ser caso a caso, porque se trata de la situación laboral de cada 
uno de los afiliados. En este punto de asesoría del Banco de Previsión Social queríamos comentar 
resumidamente los conflictos de intereses que se suceden. En el primero proponemos una solución 
que es la de traspasar el Fondo de Ahorro Previsional acumulado al momento de la generación de 
causal jubilatoria del afiliado que toma esa decisión; en el segundo no le encontramos resolución al 
hecho de que participe del paquete accionario de nuestro competidor; y el último es considerar la 
fijación de un umbral dentro del cual el afiliado tenga una segunda opinión. 


Otro punto, planteado exclusivamente por AFAP SURA, refiere a una modificación que se 
hace en el artículo que establece la forma de operar los traspasos. Cuando se analiza el proyecto de 
ley, claramente hay incentivos a la mayor competencia y a que los afiliados de oficio se otorgarán a las 
AFAP dependiendo de las comisiones que tengan, lo que pasa es que la modificación de este artículo 
de los traspasos podría llegar a generar un sentido contrario, por lo cual entendemos que hay alguna 
incoherencia si lo que se pretende es la mayor competencia. ¿Por qué esto es así? Porque, 
claramente, está haciendo más fácil la vía de los traspasos, lo que en definitiva -y esa historia ya se vio 
en la industria- genera mayor gasto comercial para captar traspasos de los competidores y el mayor 
gasto comercial inhabilitaría la reducción de comisiones porque es claro que hay que financiarlas. Hay 
que atender que si el sentido de esta modificación en la regla de traspasos tenía la pretensión de 
resolver el punto relativo al servicio que las AFAP -en este caso, privadas- damos en el interior del país 
por estar ubicadas en determinadas localidades y no en otras, eso se podría resolver por la 
modificación de la regulación bancocentralista, que establece que tenemos que estar en cuatro puntos 
del país. O sea que se podría llegar a resolver no a través de la ley, sino a través de la normativa 
bancocentralista, por lo que nuestra propuesta es que se quite este artículo ya que estaría generando 
otro tipo de incentivo que llevaría a que, al final, la intención de lograr menores comisiones para los 
afiliados se pudiera ver disminuida. 


Hasta aquí llega mi participación y quedo a las órdenes por cualquier consulta. Muchas 
gracias. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Básicamente, queremos suscribir lo último que el señor Falcone estaba 
citando respecto al tipo de asesoramiento y el rol que juega el Banco de Previsión Social en la ley. En 
la lectura que voy a realizar quiero destacar dos puntos que ya fueron tratados por mis colegas. 


En representación de AFAP Integración queremos manifestar nuestra adhesión e introducir 
los cambios a la Ley N* 16.713, que creó el régimen, para que permita la progresión y la optimización 
de un sistema que durante diecisiete años en el Uruguay ha sido evaluado en forma positiva en su 
conjunto por todos los actores del sistema. Precisamente por eso, queremos concentrarnos y presentar 
a los señores Senadores los argumentos técnicos, que han sido estudiados y analizados, para que 
puedan legislar con toda la información necesaria, que les permita, sabiamente, lograr una ley que 
mejore este sistema. Estamos convencidos de que el sistema de ahorro individual es bueno y que en 
Uruguay el sistema mixto debe permanecer, por supuesto, con mejoras -que serán bienvenidas- ya 
que este tipo de ámbitos son muy buenos para que las mismas se den. 


En primer lugar, me quiero referir al aspecto de la edad. Consideramos que el tema relativo a 
la edad, entre 40 o 50 años -como decía la señora Pardo- requiere un mejor asesoramiento. Cuanto 
menor sea la cantidad de personas que vengan o en que las podamos distribuir, mejor será el 
asesoramiento. Sin embargo, al asesoramiento hay que agregarle el nivel de incertidumbre que se le 
da al afiliado a la hora de recomendarle, o no, mantenerse en el sistema. 


Precisamente, cuando el señor Ministro presenta el tema en la Comisión, también lo destaca. 
Dice que hay que tener en cuenta que una parte de esto implica la proyección de su futuro en el 
mercado de trabajo, que siempre es una simulación, partiendo de la base de que se mantienen las 
condiciones de trabajo que tiene al momento en que se realiza la consulta. Está demostrado 
estadísticamente que en la edad entre 40 y 50 años, la persona está en un momento de acumulación 
importante de su salario y sin ninguna duda -cualquier modelo estadístico así lo concluye; 
tenemos varios estudios realizados- le convendrá mantenerse bajo el sistema mixto. 


Entonces, la decisión será mucho más acertada, más fina, si mantenemos ese umbral de 50 
años con un año de libertad; en un principio pretendíamos -al igual que República AFAP- establecer un 
umbral de 55 años. Si no se mantuviera ese año, de todas formas entendemos que llevar la edad a 50 
años permite la libertad de desafiliación de la AFAP. Estamos de acuerdo en instrumentar esa libertad 
en el momento justo para el afiliado y con la edad justa, donde este cuente con suficiente información 
para tomar lo que es una decisión de vida, facilitándole todos los elementos necesarios, como 
estadísticas y proyecciones, entre otros. Como decía recientemente, consideramos que la edad de 50 
años -y no es un capricho, sino que sale de un estudio- es una ventana muchísimo más razonable que 
a partir de los 40. 


Como son los señores Senadores quienes deben legislar y decidir sobre el futuro de los 
uruguayos, quiero decirles -esto lo sostenemos las cuatro AFAP, y las personas que estamos acá hace 
muchos años que trabajamos en el sistema- que estamos sumamente convencidos de que tomar una 
decisión a partir de los 40 años cambia muchísimo la situación y puede ser sumamente riesgoso. 


Reitero que somos afines a la libertad de elección de los trabajadores, a la libertad de que, si 
en determinado momento el sistema no les es conveniente, opten por el que sea más beneficioso, 
volviendo al BPS o manteniéndose en la AFAP que decidan. 


El tema de la edad ha sido muy hablado por todos los representantes de las AFAP, por 
cuanto paso a considerar el segundo tema. 


En cuanto al traspaso -tema que el señor Falcone también consideró con bastante 
profundidad- aunque ahora el señor Senador Rubio no está presente debo decir que él, 
acertadamente, el 11 de agosto del año 2000 calificó de “legítimo” el derecho del afiliado a cambiar de 
AFAP, pero advirtió que el mismo “debería ser motivado por la buena gestión de las AFAP, 


principalmente a través de una política de rebaja de las comisiones y de una buena rentabilidad de los 
Fondos de Ahorro”. Sin embargo, afirmó que estos objetivos fueron totalmente desvirtuados por una 
mala política de traspasos, convirtiendo a los mismos en una verdadera industria. Alude a la industria 
de los traspasos, que es a lo que el señor Falcone hacía referencia cuando mencionó la “guerra de los 
traspasos”. 


El señor Senador Rubio señaló, además, que la guerra de traspasos fue el instrumento que 
las empresas más grandes utilizaron en los países vecinos para concentrar el mercado y reducir el 
número de competidores, y el tiempo le dio la razón. 


Hoy, realmente, tenemos un sistema estable en el que las personas, por las razones que 
sean, pueden optar por afiliarse a la AFAP que decidan. Pero no era el camino que antes estaba 
establecido, pues se daba una industria en la que se pasaba de una AFAP a otra; era como una rueda 
donde uno iba de un lado para otro, y algunos lo que querían era, simplemente, cobrar por los 
traspasos. En ese sentido, lo que hoy se propone es que el afiliado vaya directamente a la AFAP 
destino a solicitar su desafiliación; sin embargo, nosotros planteamos que concurra, como es hoy día, a 
la AFAP a la cual está afiliado, porque creemos que este debe tener la consulta y el asesoramiento de 
la AFAP en la cual está. Por supuesto, suscribimos -nos parece bien y también nos preocupa- los 
casos en los que la AFAP no está representada en todos los departamentos. 


No voy a leer ahora el artículo que proponemos, pero si la persona está afiliada a una AFAP 
que no tiene una filial en el departamento en cuestión, entonces en esa situación planteamos que el 
afiliado sí vaya a la AFAP destino. Pero en lo que a Integración AFAP respecta, pasaríamos a tener 
filiales en todos los departamentos si comercialmente así lo entendemos, o los afiliados así lo 
demandan. Creemos que esto es muy importante para no volver a esta guerra, en la que quedó 
demostrado que realmente fue inútil y que no aportaba nada al sistema. Entonces, para no volver a 
ello, consideramos muy importante mantener el hecho del asesoramiento en la AFAP a la cual el 
afiliado está -valga la redundancia- afiliado. 


Por último, dejamos una propuesta de redacción del artículo 109. 


Es todo por el momento. Quedo a disposición para responder las preguntas que me 
formulen. 


SEÑORA BENAVENTE.- Ante todo, muchísimas gracias a la Comisión por recibirnos. Habíamos 
mandado un informe previo y vi que lo recibieron. 


En realidad, casi todo está dicho. Hay un acuerdo en varios puntos entre las cuatro 
empresas. Creo que lo central es ver el interés del trabajador: del que se queda en el sistema mixto, 
del que se desafilia y el del que desmarca la opción del artículo 8%. Para el trabajador que se desafilia o 
el que desmarca la opción del artículo 8%, creo que la mayor garantía es poner la edad de esa ventana 
de posibilidades lo más arriba posible. Se habló de 50 años, que fue lo que finalmente acordamos. 
Capaz que el número “mágico” es 55, pues ahí es cuando tiene que tomar la decisión de pasar al fondo 
de protección. Capaz que a los 55 años opta entre pasar al fondo de protección, quedarse o volver a la 
AFAP. Pero, en todo caso, 50 años está bien. Ahora bien, ¿qué pasa con el trabajador que se queda? 
Acá no se ha hablado nada de la administración que nosotros le asignamos al portafolio que hoy 
tenemos de todos los trabajadores, con ciertos criterios de rentabilidad, de riesgo y de plazo, de 
acuerdo al tiempo que sabemos que más o menos va a estar la gente. Si ese plazo pasa a ser incierto, 
porque no sé cuánta gente se va a poder ir, necesariamente esa administración va a hacer su óptima, 
va a tener menos plazo. Más de una vez hemos hablado con algunos de ustedes de la participación de 
las AFAP en los proyectos de país productivo- ahora, por suerte, están viniendo más, y aquello que era 
una cosita incipiente está llegando al 8% de los fondos. Pero todo eso no lo vamos a poder hacer y va 
a ser malo para el país y, principalmente, para el afiliado que se queda en la AFAP, porque le va a 
repercutir mal en su rentabilidad. Entonces, luego va a darse algo así como una profecía auto cumplida 
-algo parecido a lo que ocurrió en Argentina, aunque en realidad allí pasan otras cosas, ¿no?- en el 
sentido de que a ese afiliado el fondo va a redituarle mal y entonces hay quienes le dirán: “¡Ay, mirá lo 
poco que te está rindiendo! Mejor pasate al sistema de reparto.” Por eso creo que debe tenerse en 


cuenta no solo a quien opta por desafiliarse o por desmarcar la opción del artículo 8%, sino también al 
afiliado que se queda. 


Considero importante hacer referencia a otro aspecto que fue mencionado en la pasada 
reunión de la Comisión y que figura en la versión taquigráfica de la sesión del jueves pasado. Me 
refiero a la casuística. 


Por nuestra parte, entre nuestros afiliados hicimos estimaciones, cédula a cédula, para, 
eventualmente -si este proyecto de ley es aprobado- poder asesorarlos de manera conveniente y por 
tramos de edad, sobre lo que les conviene hacer. Como dije antes, hay casuística. Ahora voy a citar un 
par de ejemplos y nada más. El primero de ellos -que en realidad ya fue mencionado aquí- refiere al 
caso de la persona que se va del sistema y luego no llega a los 15 años de trabajo. ¿Qué ocurre con 
ella? En el sistema de reparto tiene jubilación cero; en el otro tiene algo, por lo menos. A los 65 años, 
no importa la cantidad de años de trabajo, tiene jubilación de AFAP. 


El segundo ejemplo es el siguiente: ¿qué pasa con una persona que gana menos de lo 
establecido como primer nivel? Reitero que nosotros hicimos la simulación para varias cédulas. Hecho 
el cálculo para esa persona, puede surgir una pequeña conveniencia de volver al BPS. Ahora bien, 
tiene 40 años. ¿Qué pasa si después esa persona progresa en su vida, supera el primer nivel y 
obligatoriamente entra al sistema mixto, habiendo perdido toda su capitalización? Porque toda esa 
capitalización que tenía fue a la bolsa de reparto del BPS, o sea que ya no es más de ella. Esa persona 
vuelve al sistema mixto con O en su cuenta, y cuando se retira tiene, como mínimo, un 15% menos de 
jubilación de lo que le hubiera correspondido si se quedaba. Y no es que tomó la decisión mal 
asesorada o con mala fe; no. Lo hizo legítimamente, con los datos que tenía a los 40 años. 
Simplemente tomó una mala decisión. ¿Y quién se perjudica? Se perjudica ella misma, pero también el 
BPS y la sociedad toda. ¿Por qué? Porque si esa persona hubiera permanecido en el sistema mixto, 
habría tenido una mejor jubilación, pero, además, en el sistema mixto el BPS paga una pequeña 
porción -por decirlo así- de la jubilación, mientras que en el sistema de reparto paga un 33% más. O 
sea que se perjudican el afiliado y el BPS, lo que después se traduce en déficit fiscal y en problemas 
para toda la sociedad. 


Por último, quiero decir algo a modo de reflexión. 


Las cuatro AFAP que aquí nos encontramos representadas estamos acompañando al Banco 
Central en la campaña “*BCU Educa”, que está llevando adelante, y en las ferias de educación 
financiera. En ese marco, hemos podido constatar que sobre estas cosas realmente se sabe muy poco. 
Por eso creemos que hay que empezar a educar a los niños desde chicos, con campañas de 
educación financiera y demás. 


Este es un tema con mucha casuística y, sobre todo, demasiado importante como para que 
el Parlamento lo vote en una semana. Desde ya, nos ponemos a disposición de los señores Senadores 
para hablar y aportar todo lo que sea necesario. No olvidemos que una vez que el diálogo terminó  - 
no recuerdo bien en qué mes- ya no hubo más reuniones y enseguida apareció el proyecto de ley. No 
hubo oportunidad de tener intercambios como el que estamos realizando ahora. 


Sinceramente, nos da pena que una cantidad de gente pueda verse perjudicada. Alguien me 
decía que, según estimaciones realizadas, serían unas 30.000. Yo digo: aunque fuera una sola 
persona, ¿qué necesidad tenemos de aprobar a contrarreloj algo que va a perjudicar a la gente, si 
podemos hacer las cosas bien? Porque todos estamos de acuerdo en que debemos hacerlo. 


Por lo tanto, nos ponemos a su disposición para seguir estudiando el tema y pedimos que no 
se apure el análisis porque esto merece ser aprobado bien y razonablemente, teniendo en cuenta no 
solo el interés del trabajador que se desafilia o desmarca, sino el del trabajador que se queda y el del 
BPS, así como también el déficit fiscal y los proyectos de largo plazo que el país precisa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo preguntas, les decimos que estudiaremos todas las propuestas 
que nos han dejado. 


Les agradecemos mucho su aporte y también su presencia en la tarde de hoy. 


(Se retiran de Sala los representantes de las AFAP.) 


-Corresponde poner a consideración el proyecto de ley. En este sentido, tenemos que hacer 
dos consideraciones. 


En primer lugar, debemos tener en cuenta los plazos que se están manejando y las sesiones 
del Senado y de la Cámara de Representantes que están previstas para martes y jueves de la semana 
que viene. Entonces, nosotros tendríamos que aprobar el proyecto de ley antes de la sesión del 
Senado del próximo martes. Ante esa perspectiva, vamos a votar el proyecto de ley con las 
modificaciones que el Banco Central acercó -justamente, el órgano regulador del sistema- donde 
perfeccionó algunas de las modificaciones que el proyecto original introducía, sin desmedro de que de 
aquí a la sesión del martes podríamos hacer algunas consultas en virtud de determinadas propuestas 
que se han realizado en el día de hoy y que estimamos podrían tener algún resultado, aunque no 
podemos asegurarlo. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiero mencionar dos temas previos antes de ingresar al proyecto de ley. 


En primer lugar, me parece que sería prudente que escucháramos al Directorio del Banco de 
Previsión Social, porque hoy recibimos a uno de sus miembros, pero este como tal no ha comparecido. 
Además, me acotan algunos señores Senadores -que tienen más conocimiento del tema o, por lo 
menos, lo han estudiado con anterioridad- que el contador Camacho es un técnico que trabajó mucho 
en los cálculos cuando se discutió todo este régimen en la ley de 1996, por cuanto sería conveniente 
poder escucharlo para que aporte algunos números, porque es importante conocer, a la luz del 
proyecto, cuál es el impacto que puede tener la aprobación del proyecto. 


El otro tema que quería plantear es que me parece que esta es una cuestión -como se dice 
en los Juzgados- de previo y especial pronunciamiento. En caso de no aprobar este proyecto de ley 
antes del día 24, ¿nos exponemos a cometer una eventual transgresión del artículo 229 de la 
Constitución de la República? Este tema fue planteado en la sesión anterior, en virtud de que dicho 
artículo 229 expresa: “El Poder Legislativo, las Juntas Departamentales, los Entes Autónomos y 


Servicios Descentralizados no podrán aprobar presupuestos” -en este proyecto de ley no se están 
aprobando presupuestos- “crear cargos” -leí la iniciativa en toda su extensión y tampoco se están 
creando cargos- “determinar aumentos de sueldos y pasividades” -tampoco hay aumentos de sueldo ni 
se decreta ni surge ningún aumento en las pasividades- “ni aprobar aumentos en las Partidas de 
Jornales y Contrataciones” - tampoco hay nada de eso, ni mención siquiera- “en los doce meses 
anteriores a la fecha de las elecciones ordinarias, con excepción de las asignaciones a que se refieren 
los artículos 117, 154 y 295”. 


En consecuencia, en mi opinión -ahora estaba leyendo el informe del doctor de los Campos, 
que coincide claramente con este enfoque- no hay ninguna razón desde el punto de vista constitucional 
para que tengamos que aprobar en forma rápida y apresurada un proyecto de ley que tiene 
consecuencias importantes en virtud de que, eventualmente, podríamos estar violando el artículo 229 
de la Constitución de la República en caso de aprobarlo o tratarlo dentro del año preelectoral. Lo que 
claramente quiere evitar esta norma constitucional es la práctica de un viejo mal de este país: el 
clientelismo, o sea, utilizar el poder para aumentar sueldos, pasividades, crear cargos y demás, en 
tiempos electorales, pero este proyecto de ley no implica creación de cargos ni aumento de sueldos ni 
aumento o modificación de pasividades. 


Pareciera algo original que un representante de la oposición esté planteando que no hay 
transgresión constitucional, pero leemos y releemos el artículo 229 y no vemos ninguna razón desde el 
punto de vista constitucional para que el tema necesariamente deba ser tratado antes del día 24. Ahora 
bien, si hay una cuestión política o se tomó una decisión política de trámite, naturalmente, la 
respetamos; todo Partido y todo grupo parlamentario tiene derecho a hacerlo, y cuando tiene la 
mayoría, obviamente, los votos mandan y deciden. 


Nos parece claro que no existe ninguna razón desde el punto de vista constitucional para que 
tengamos, necesariamente, que sancionar este proyecto de ley antes del día 24, cuando comienza el 
año preelectoral. Creo que eso debería considerarse aunque, repito, si existe voluntad y se tomó una 
decisión política, naturalmente, la respetamos, pero dejamos en claro que no vemos ninguna razón de 
índole constitucional para que esto se trate de esta manera. 


Tal como señalé, me parece que es una cuestión de previo pronunciamiento antes de entrar 
al tema de fondo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que tenemos una duda razonable que nos llevó a una decisión 
como la que tomamos. Del informe que la División Estudios Legislativos nos proporcionó sobre el tema 
surge que si bien no se dispone de un cálculo actuarial -es muy difícil obtenerlo en este momento- el 
traspaso de fondos del sistema mixto al Banco de Previsión Social que está previendo la ley podría 
tener resultados en las pasividades. Hemos recibido a los representantes de los trabajadores, quienes 
dejaron constancia de que en muchos casos sería beneficioso revocar la decisión que en algún 
momento se tomó sin ningún asesoramiento, y que ahora se da la oportunidad de dar marcha atrás, 
con asesoramiento. Ese es uno de los elementos centrales. Quizá lo principal no sea que todas las 
personas que así lo quieran se verán beneficiadas -no es lo que expresaron- pero sí podrían existir 
muchos casos en los cuales se verían beneficiados con esa decisión. Los representantes de las AFAP 
tampoco expresaron que en el 100% de los casos será conveniente permanecer en la opción inicial, es 
decir en el sistema mixto. 


Entonces, cuando se dan esas afirmaciones tenemos que ser muy cuidadosos porque hemos 
tenido duras experiencias en los últimos tiempos con los temas constitucionales. Por tal motivo, 
definiremos nuestra acción con respecto a este proyecto de ley como si estuviera en el marco del 
artículo 229. 


SEÑOR DA ROSA.- Vuelvo a repetir que respeto la decisión política y la decisión de la mayoría porque 
así es la democracia. 


A su vez, reitero que no advierto que de este proyecto de ley se deriven, necesariamente, 
incrementos directos de pasividades. Se pueden dar situaciones que eventualmente pueden 


determinar -como consecuencia de un proceso que durará dos años, tal como establece el proyecto de 
ley- tomar la decisión de cambiar la afiliación, cuyo resultado se advertiría fuera del año electoral. Por 
tal motivo, vuelvo a insistir que no veo ningún elemento que pueda transgredir la Constitución pero, 
naturalmente, si existe una decisión tomada en ese sentido por la Bancada mayoritaria -la Bancada del 
Frente Amplio- obviamente la respeto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hace unos minutos me comuniqué con el Presidente de la Comisión de 
Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes, quien me expresó que, aun con las 
limitaciones que ello significa, estarán presentes las autoridades del Banco de Previsión Social. Aclaro 
que nosotros no tendremos esa oportunidad. 


SEÑOR LORIER.- A lo expresado por el señor Presidente, quería agregar el antecedente de que este 
proyecto de ley tiene detrás, ni más ni menos que un diálogo nacional sobre la seguridad social -todos 
sabemos que fue convocado por el Gobierno y tuvo una amplia participación de todos los sectores que 
tienen que ver con la actividad de la previsión social pero, además, con representantes de los partidos 
políticos- y de allí surgieron consensos muy importantes. La prueba está en que de la misma 
exposición realizada por los representantes de las AFAP surgieron acuerdos entorno a este tema. 


Por lo tanto, comprendiendo que algunos actores reclamantes no podrán comparecer ante 
esta Comisión y teniendo en cuenta lo señalado por el señor Presidente en cuanto a que el Directorio 
del Banco de Previsión Social estará presente en la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara 
de Representantes, nos parece que es un conjunto de elementos suficiente como para proceder en el 
día de hoy a definir este proyecto de ley. 


Aquí vale aquello de que quien se quema con leche, ve la vaca y llora. Por eso, como bien lo 
señaló el señor Presidente, preferimos no tener ninguna posibilidad de que este proyecto de ley, por no 
cumplir los plazos, tenga algún impedimento de concreción en el futuro. 


Por lo tanto, nuestra posición es proceder a votar en el día de hoy el proyecto de ley. 


SEÑOR DA ROSA.- Como lo manifestó el señor Senador Lorier, es verdad que en las Conclusiones 
del llamado Diálogo Social sobre estos temas de la seguridad social, surgen un montón de 
conclusiones que han sido objeto de consenso y que están consagradas en el proyecto de ley, tal como 
ha sido reconocido por todas las partes. Pero también es verdad que hay una serie de planteos con 
respecto a algunos temas -como, por ejemplo, en cuanto a las edades- que han sido objeto de 
cuestionamientos y de dudas. Asimismo, existen planteos de parte de los trabajadores que, a mi juicio, 
son elementos que habría que meditarlos y considerarlos con detenimiento, pero si la Bancada 
oficialista tiene una decisión tomada en este sentido, discrepo con la interpretación constitucional que 
se hace pero, obviamente, la respeto. 


SEÑORA PIÑEYRÚA..- Quiero dejar una constancia. 


Adhiero a la interpretación constitucional del señor Senador Da Rosa pero, además, quiero 
decir que, si bien es cierto que en el ámbito del diálogo sobre la seguridad social se trataron estos 
temas y que existió acuerdo en que hubiera una opción para revertir la adhesión al sistema mixto, hay 
temas medulares en los que no lo hubo como, por ejemplo, en el caso de la edad a que las personas 
puedan optar o no por mantenerse en el sistema mixto o ir al régimen exclusivamente público del 
Banco de Previsión Social. Esta no es una decisión menor porque puede afectar la suerte futura de los 
trabajadores a la hora de jubilarse. Una persona a los cuarenta años tiene veinte o veinticinco años de 
vida laboral por delante -me gustaría saber si alguno de los presentes a los cuarenta años sabía cuál 
sería su destino laboral- y, por tanto, la proyección que se hace a los cuarenta años puede inducir a 
error en la decisión que el trabajador toma en esa oportunidad. 


Me parece que esta es una decisión tomada sin el debido análisis. Las decisiones en materia 
de seguridad social se toman en base a proyecciones, estudios y datos; esta tarea lleva mucho tiempo 
porque, además, fundamentalmente involucra a los trabajadores en el largo plazo. Por eso creo que 
deben tener un debido sustento. 


Leí la versión taquigráfica de la sesión pasada. Allí se le preguntó al señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social cuántos trabajadores podían quedar involucrados en esta decisión y él 
contestó que los afiliados al sistema mixto eran 1:169.000 y que el 92% de los afiliados estarían 
comprendidos dentro de la opción que este proyecto de ley va a dar. Y a mí, el 92% de la cifra que dio 
el señor Ministro, me da 1:075.480 personas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es así. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- No estaba presente en la sesión; leí la versión taquigráfica, que es la fuente de 
información que tenemos los Legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¡Si usted lee más adelante...! 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- De todas maneras, el Ministerio de Economía y Finanzas habló de 250.000 o 
260.000 anuales, con lo cual estaríamos afectando a un montón de trabajadores. 


En el diálogo sobre la seguridad social, la decisión del Partido Nacional fue llevar la decisión 
del trabajador al final de su vida activa, que es cuando realmente sabe cuál es el sistema que le 
conviene. Nadie está atentando contra la libertad de los trabajadores sino alentando la libertad 
informada, la que le permite al trabajador saber efectivamente cuál es el régimen que más le conviene. 


En este momento, y dada la falta de información que tenemos, no estamos en condiciones de 
decir si esta opción favorece o no a los trabajadores. Lo que sí podemos señalar es que existe un 
grave riesgo de que se atente contra la estabilidad del actual sistema de seguridad social. 


SEÑOR ANTONGNAZZA.- Simplemente quiero hacer uso de la palabra para dejar constancia de que 
pensaba que el proyecto de ley iba a ser más resistido, sobre todo por las AFAP y, sin embargo saqué 
una conclusión positiva de esta primera intervención. Estos organismos se van a fijar atentamente, 
tanto en los casos de los que apenas se sobrepasan por tener pocos aportes a las AFAP, como en los 
que están al final y recién empiezan a aportar a las AFAP. Estos son los dos niveles en los que, de 
alguna manera, el proyecto de ley considera que existe la posibilidad de optar, con la posibilidad de 
equivocarse o no según lo que decida. 


De acuerdo a lo que escuché, me parece que esto va a generar que las propias AFAP 
ofrezcan otras opciones lo que, en definitiva, va a beneficiar a los que pretenden afiliarse. Entonces, al 
contrario de la idea de que esto las va a fundir, me parece que les va a servir para arreglar cosas que 
ellos consideran que debían solucionar y, también, para crear otro tipo de opciones, como el tema de 
los fondos, que consideran positivo. En conclusión, creo que no es tan grave la cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin ninguna duda, el tema de la edad va a ser muy discutido en el Plenario 
pero me parece que si nos ubicamos al final de todo el proceso podemos concluir lo siguiente: si la 
decisión fue errónea, el daño ya está hecho para la persona, para el Banco de Previsión Social y para 
las cuentas públicas y, si no hay consecuencia, las AFAP quedaron protegidas. Por tanto, me parece 
que hay que establecer algo más equidistante. No sé si la edad debe ser 40 o 50, pero no me parece 
que se establezca hacia el final. Ahora bien, esto es algo que discutiremos después y no se va a 
cambiar ahora. 


SEÑOR DA ROSA.- No voy a entrar en la discusión particular pero me quiero referir al tema de la edad 
que, como surgió del planteo realizado por el representante de los trabajadores del Banco de 
Previsión Social, de la delegación de ATSS y los representantes de las AFAP, es central y tuvo idas y 
vueltas. Recuerdo que en la sesión anterior de la Comisión le pregunté al Ministro Brenta sobre cuál 
había sido el criterio del Poder Ejecutivo y dijo que el inicial en realidad había sido el de manejar una 
edad que iba entre los 45 y los 50 años y no entre los 40 y 50 años. En función de que el criterio inicial 
del Poder Ejecutivo había sido ese, pensaba retomarlo y plantear que el límite fuera el de los 45 y 50 
años, pero seguramente será un tema que se discutirá en Sala 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ausencia de un tiempo más prolongado para trabajar en Comisión, y como 
ya dije, vamos a hacer unas cuantas consultas sobre lo que hoy recibimos de la discusión y de quienes 
vinieron a dar su opinión. 


Si todos están de acuerdo votamos el proyecto de ley. Desde el artículo 1% al 20 no hay 
ninguna modificación planteada por el Banco Central, los ajustes comienzan a partir del artículo 21 que 
refiere a los Subfondos. 


Si el señor Senador Da Rosa desea dejar una opinión sobre algún artículo podemos votarlos 
de a uno; no hay problema. 


SEÑOR DA ROSA.- Si hay un acuerdo político establecido, ponernos a discutir artículo por artículo no 
nos va a ayudar a avanzar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
En consideración los artículos del 1* al 20 con el texto del Poder Ejecutivo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
En consideración el artículo 21. 


En este artículo se agregan las precisiones realizadas por el Banco Central sobre el cálculo 
de la tasa de rentabilidad. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 22. 


En este caso, también se agregan modificaciones propuestas por el Banco Central referidas 
al Subfondo de Retiro. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 


(Se vota:) 


-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 23. 


En esta disposición se incluyen modificaciones referidas al Fondo de Fluctuación de 
Rentabilidad del Banco Central del Uruguay. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 


(Se vota:) 


-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 24. 


Esta norma refiere a un ajuste de referencias, porque las que se han hecho son múltiples a 
las leyes anteriores y a la particular N* 16.713. Aquí el Banco Central también hizo una referencia 
adicional 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 25. 


En este caso, se incluye una modificación propuesta por el Poder Ejecutivo relacionada 
con la suma de las 
inversiones. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar con la redacción planteada por el Poder 
Ejecutivo. 


(Se vota:) 


-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 26. 


Para esta disposición el Banco Central propone una modificación relacionada con el 
Subfondo de Retiro. Concretamente, en relación con los depósitos en moneda nacional o extranjera, se 
agrega un plazo residual de hasta 5 años. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 27. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 28. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 29. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD 

En consideración el artículo 30. 


En esta disposición, referente a la vigencia, el Banco Central incluyó un cambio en relación 
con el plazo para la promulgación, el que sería de noventa días. Atendiendo el planteo formulado por 
los representantes de las AFAP, el plazo será de doscientos setenta días. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD 

Resta designar miembro informante. 


SEÑOR LORIER.- Propongo que el miembro informante sea el Presidente de la Comisión, señor 
Senador Tajam. 


(Apoyados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el miembro informante. 


(Se vota:) 


-3 en 4. Afirmativa. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 49 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


